
Brasília
2017

LA MODERNIZACIÓN DE LAS RELACIONES DEL TRABAJO EN BRASIL 

LEY Nº 13.467, DEL 13 DE JULIO DE 2017
- Panorama anterior y posterior a la aprobación -



CONFEDERAÇÃO NACIONAL DA INDÚSTRIA – CNI

Robson Braga de Andrade
Presidente

Diretoria de Desenvolvimento Industrial

Carlos Eduardo Abijaodi
Diretor

Diretoria de Comunicação

Carlos Alberto Barreiros
Diretor

Diretoria de Educação e Tecnologia

Rafael Esmeraldo Lucchesi Ramacciotti
Diretor 

Diretoria de Políticas e Estratégia

José Augusto Coelho Fernandes
Diretor

Diretoria de Relações Institucionais

Mônica Messenberg Guimarães
Diretora

Diretoria de Serviços Corporativos

Fernando Augusto Trivellato
Diretor

Diretoria Jurídica

Hélio José Ferreira Rocha
Diretor

Diretoria CNI/SP

Carlos Alberto Pires
Diretor



 

1 

LEY Nº 13.467, DEL 13 DE JULIO DE 2017 

- Panorama anterior y posterior a la aprobación - 

 

Las relaciones del trabajo son, reconocidamente, diferenciales para el crecimiento, la 

productividad y el desarrollo de todos los países. El reto de hacer que las relaciones de 

trabajo estén basadas en el diálogo y propicien seguridad jurídica a los involucrados es 

también el reto de garantizar sostenibilidad a las empresas, competitividad en los mercados 

nacional e internacional y de incentivar la creación de más y mejores empleos.  

Hace mucho tiempo Brasil ya precisaba enfrentar ese reto, porque el principal instrumento 

legal laboral brasileño, la CLT, creada en la década de 1940, a pesar de su motivación e 

importancia en aquel momento para consolidar derechos y proteger a los trabajadores, 

hace mucho dejó de responder a las demandas de las nuevas formas de trabajar y producir 

surgidas en estos más de 70 años.  

La Ley n. 13.467/2017 tiene, por lo tanto, extremada relevancia y representa un avance 

para la modernización de las relaciones del trabajo en Brasil. De los 922 artículos de la 

Consolidación de las Leyes de Trabajo (CLT), fueron alterados 54, insertados 43 nuevos y 

revocados 9 – un total de 106 dispositivos.  Además, en la Ley n. 6.019/1974, en lo que se 

refiere a la reglamentación de la tercerización, fueron alterados 2 artículos e insertados 3 

nuevos. También fueron realizados algunos ajustes específicos en la legislación dispersa. Y 

todo eso llegó, finalmente, a 114 artículos entre los que fueron insertados y alterados.  

Entre las principales novedades aportadas por la ley están la prevalencia de lo negociado 

sobre lo legislado, el fin de la ultra actividad de los instrumentos colectivos, la exclusión del 

cómputo de las horas  in itinere  en la jornada de trabajo, la reglamentación del teletrabajo 

y del trabajo intermitente y la previsión de que la contribución sindical pasa a ser 

facultativa. Todo eso manteniendo los derechos fundamentales de los trabajadores, tales 

como vacaciones, aguinaldo, licencia por maternidad y paternidad, seguro de desempleo, 

FGTS, jubilación. 

Con la nueva ley se abre un horizonte de mayor seguridad jurídica y cooperación, 

propiciando el mejoramiento del ambiente de negocios, lo que contribuirá al crecimiento 

económico, beneficiando a las empresas, los empleados, en definitiva, a Brasil. 

A continuación, son presentadas las modificaciones promovidas por la ley punto por punto, 

con el escenario que había antes de su publicación y lo que prevé su texto.  
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Grupo económico  
 

Situación antes de la nueva ley: la Consolidación de las Leyes de Trabajo (CLT) establecía 

que siempre que una o más empresas, aunque teniendo, cada una de ellas, personería 

jurídica propia, estuvieran bajo la dirección, control o administración de otra empresa, 

constituyendo un grupo industrial, comercial o de cualquier otra actividad económica, 

serán solidariamente responsables a los efectos de la relación de empleo la empresa 

principal y cada una de las subordinadas (art. 2º, §2º). 

 

Qué dice la nueva ley: define que siempre que una o más empresas, aunque teniendo, cada 

una de ellas, personería jurídica propia, estuvieran bajo la dirección, control o 

administración de otra, o también cuando, aunque cada una mantenga su autonomía, 

integren un grupo económico, serán responsables solidariamente de las obligaciones 

derivadas de la relación de empleo. Añade, también, que no caracteriza grupo económico la 

mera identidad de socios, siendo necesarias, para la configuración del grupo, la 

demostración del interés integrado, la efectiva comunión de intereses y la actuación 

conjunta de las empresas que lo integran (art. 2º, §§2º y 3º, de la CLT).  

 

Permanencia del empleado en la empresa para atender interés personal  
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT prevé que “se considera como siendo de trabajo 

efectivo el período en que el empleado esté a disposición del empleador, aguardando o 

ejecutando órdenes, salvo disposición expresamente explicitada” (art. 4º). También 

establece que no serán descontadas ni computadas como jornada extraordinaria las 

variaciones de horario en la ficha de registro de horario que no pasen de 5 minutos, 

observándose el límite máximo de 10 minutos diarios (art. 58, §1º).  

El Tribunal Superior del Trabajo consolidó su entendimiento en el Pronunciamiento n. 366 

de que  "no serán descontadas ni computadas como jornada extraordinaria las variaciones 

de horario de la ficha de registro de horario que no pasen de 5 minutos, observándose el 

límite máximo de 10 minutos diarios. Si fuera superado ese límite, será considerada como 

extra la totalidad del tiempo que exceda la jornada normal, porque estaría configurado 

tiempo a disposición del empleador, no importando las actividades desarrolladas por el 

empleado a lo largo del tiempo residual (cambio de uniforme, merienda, higiene personal, 

etc.)”. Y, en el Pronunciamiento n. 429, dispuso que “se considera a disposición del 

empleador, en la forma del art. 4º de la CLT, el tiempo necesario para el desplazamiento 

del trabajador entre la portería de la empresa y el local de trabajo, siempre y cuando 

supere el límite de 10 minutos diarios”.  

 

Qué dice la nueva ley: no considera tiempo a disposición del empleador y determina que 

no será computado como período extraordinario el tiempo que exceda la jornada normal, 
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aunque supere el límite de 5 minutos previsto en el § 1º del art. 58 de la CLT, cuando el 

empleado, por opción propia, busque protección personal, en caso de inseguridad en las 

vías públicas o de malas condiciones climáticas, así como cuando entre o permanezca en las 

dependencias de la empresa para ejercer actividades particulares, entre otras:  I - prácticas 

religiosas;  II - descanso; III - ocio; IV- estudio; V- alimentación; VI- actividades de relación 

social;   VII - higiene personal;  VIII - cambio de ropa o uniforme, cuando no sea obligatorio 

cambiarse en la empresa (art. 4º, §2º, CLT). 
 

Derecho común como fuente subsidiaria del derecho del trabajo 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT establecía que el derecho común sería fuente 

subsidiaria del derecho del trabajo, en todo lo que no sea incompatible con sus principios 

fundamentales (art. 8º, p.u.). 

 

Qué dice la nueva ley: mantiene que el derecho común será fuente subsidiaria del derecho 

del trabajo, pero retira el requisito de la compatibilidad con los principios fundamentales 

del derecho del trabajo como condición para tanto (art. 8º, p.u., de la CLT). 

 

Restricción o creación de derechos por enunciados de jurisprudencia 
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal sobre este tema. También, hay 

casos de restricción o creación de derechos por enunciados de jurisprudencia, a ejemplo 

del Pronunciamiento n. 331 del TST que limitó la tercerización a la actividad-medio.  

 

Qué dice la nueva ley: expresamente prevé que pronunciamientos y otros enunciados de 

jurisprudencia emitidos por la Justicia del Trabajo no podrán restringir derechos 

legalmente previstos ni crear obligaciones que no estén previstas en la ley (art. 8º, §2º, de 

la CLT). 

 

Responsabilidad del socio saliente 
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal sobre este tema, que, por lo tanto, 

estaba supeditado a la interpretación de la Justicia del Trabajo. 

 

Qué dice la nueva ley: dispone que el socio saliente de la sociedad empleadora responde 

subsidiariamente por las obligaciones laborales de la sociedad relativas al período en que 

figuró como socio, solamente en acciones presentadas ante la justicia hasta dos años 

después de la modificación del contrato, observándose el siguiente orden de preferencia: I- 

la empresa deudora; II- los socios actuales; y III- los socios salientes.  También, si fuera 

comprobado el fraude en la modificación societaria derivado de la modificación del 

contrato el socio responderá solidariamente con los demás (art. 10-A de la CLT). 
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Prescripción de pedidos de cuotas sucesivas 
 

Situación antes de la nueva ley: el art. 7º, inciso XXIX, de la Constitución Federal (CF) prevé 

que la acción, en lo que se refiere a los créditos resultantes de las relaciones de trabajo, 

tiene plazo de prescripción de 5 años para los trabajadores urbanos y rurales, hasta el límite 

de 2 años después de la extinción del contrato de trabajo. El TST interpretando estos 

dispositivos consolidó su entendimiento en el Pronunciamiento n. 294 de que "tratándose 

de acción que involucre pedido de cuotas sucesivas derivado de alteración de lo pactado, la 

prescripción es total, excepto cuando el derecho a la cuota esté también garantizado por 

precepto de ley". No se aplicaba la prescripción total en los casos de incumplimiento de lo 

pactado. 

 

Qué dice la nueva ley: dispone que tratándose de pretensión que involucre pedido de 

cuotas sucesivas derivado de alteración o incumplimiento de lo pactado, la prescripción es 

total, excepto cuando el derecho a la cuota esté también garantizado por precepto de ley. 

La nueva ley incorporó el entendimiento consolidado del TST, pero añadió que se aplica la 

prescripción total también cuando la solicitud involucre cuotas derivadas de incumplimiento 

de lo pactado (art. 11º, §2º, de la CLT). 
 

Prescripción intercurrente 
 

Situación antes de la nueva ley: este tipo de prescripción no era aplicado a los procesos 

laborales por fuerza del entendimiento del TST, consolidado en el Pronunciamiento n. 114, 

de acuerdo con el cual "no se aplica en la Justicia del Trabajo la prescripción 

intercurrente".  

 

Qué dice la nueva ley: prevé la prescripción intercurrente, por solicitud o declaración de 

oficio, cuando  el ejecutante deje de cumplir una determinación judicial en el curso de la 

ejecución después del transcurso del plazo de 2 años (art. 11-A de la CLT). 

 

Multas administrativas 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT preveía que la empresa que mantuviera un empleado 

no registrado incurriría en una multa de valor igual a 1 salario mínimo regional, para cada 

empleado no registrado, a lo que se añade igual valor en cada reincidencia (art. 47, 

encabezamiento). También supeditaba a la empresa, en las demás infracciones referentes al 

registro de empleados (admisión en el empleo, duración y efectividad en el trabajo, 

vacaciones, accidentes y demás circunstancias de protección al trabajador – art. 41, p.u.), a 

una multa de valor igual a la mitad del salario mínimo regional, que sería duplicada si 

hubiera reincidencia (art. 47, p.u.). 
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Qué dice la nueva ley: mantiene la ausencia de registro del empleado como infracción 

supeditada a multa, pero modifica su valor, que pasa a ser de R$ 3.000,00 por cada 

empleado no registrado, a lo que se añade igual valor en cada reincidencia y explicita que 

esa infracción constituye una excepción a la doble visita (art. 627 de la CLT). Innova para 

establecer que, cuando se trate de microempresa o empresa de pequeño porte, el valor 

final de la multa aplicada será de R$ 800,00 por cada empleado no registrado. Añade que 

ante la hipótesis de que no sean informados otros datos del empleado (admisión en el 

empleo, duración y efectividad en el trabajo, vacaciones, accidentes y demás circunstancias 

de protección del trabajador – art. 41, p.u. de la CLT), el empleador quedará supeditado a 

multa de R$ 600,00 por cada empleado perjudicado (art. 47 y 47-A de la CLT).  

 

Horas in itinere 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT disponía que el tiempo utilizado por el empleado 

para llegar al local de trabajo y para su retorno, utilizando cualquier medio de transporte, 

no sería computado en la jornada de trabajo, excepto cuando, tratándose de local de 

difícil acceso o que no cuenta con transporte público, el empleador suministre el 

transporte (art. 58, §2º). En el caso de las microempresa y empresas de pequeño porte 

podrían ser fijados, por medio de acuerdo o convenio colectivo, el tiempo medio utilizado 

por el empleado, así como la forma y la naturaleza de la remuneración (art. 58, §3º). 

El TST consolidó su entendimiento sobre este tema con las siguientes directrices en el 

Pronunciamiento 90: I - El tiempo utilizado por el empleado, en transporte suministrado 

por el empleador, hasta el local de trabajo de difícil acceso, o que no cuenta con 

transporte público regular, y para su retorno es computable en la jornada de trabajo; II - 

La incompatibilidad entre los horarios de inicio y final de la jornada del empleado y los del 

transporte público regular es una circunstancia que también genera el derecho a las horas 

"in itinere"; III - La mera insuficiencia de transporte público no da lugar al pago de horas "in 

itinere"; IV - Si hubiera transporte público regular en una parte del trayecto recorrido en 

vehículo de la empresa, las horas "in itinere" remuneradas se limitan al tramo al cual no 

llega el transporte público; V - Tomando en cuenta que las horas "in itinere" son 

computables en la jornada de trabajo, el tiempo que exceda la jornada legal es 

considerado como siendo extraordinario y sobre él debe incidir el adicional respectivo. Y, 

en el Pronunciamiento n. 429, dispuso que “se considera a disposición del empleador, en la 

forma del art. 4º de la CLT, el tiempo necesario para el desplazamiento del trabajador 

entre la portería de la empresa y el local de trabajo, siempre y cuando supere el límite de 

10 minutos diarios”. 

 

Qué dice la nueva ley: establece que el tiempo utilizado por el empleado desde su 

residencia hasta la efectiva ocupación del puesto de trabajo y para su retorno, caminando 

o por cualquier medio de transporte, inclusive el que sea suministrado por el empleador, 
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no será computado en la jornada de trabajo, porque no es un tiempo a disposición del 

empleador (art. 58º, §2º,  CLT). 

 
 

 

Trabajo en tiempo parcial  
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT consideraba trabajo en régimen de tiempo parcial el 

trabajo cuya duración no excedía las 25 horas (art. 58-A), con previsión de vacaciones 

proporcionales al número de horas trabajadas por semana (art. 130-A), vedada la 

conversión de 1/3 del período de vacaciones en abono pecuniario (art. 143, §3º) y la 

realización de horas extras (art. 59, §4º). 

 

Qué dice la nueva ley: se considera trabajo en régimen de tiempo parcial el trabajo cuya 

duración semanal no exceda las 30 horas, sin la posibilidad de horas suplementarias, o, 

también, el trabajo cuya duración semanal no exceda las 26 horas, con la posibilidad de 

hasta 6 horas suplementarias semanales, que podrán ser compensadas directamente hasta 

la semana inmediatamente posterior a la de su ejecución, debiendo ser hecha su liquidación 

en la nómina salarial del mes subsiguiente, en el caso de que no sean compensadas. Las 

vacaciones pasan a ser regidas por lo dispuesto en el art. 130 de la CLT) (después de cada 

período de 12 meses de contrato de trabajo, el empleado tendrá 30 días de vacaciones) y 

está facultado al empleado convertir 1/3 del período de vacaciones al que tenga derecho en 

abono pecuniario (art. 58-A, CLT). 

 

Realización de horas extras  
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT establecía que las horas extras podrían ser realizadas 

en número no excedente a 2 días, mediante acuerdo escrito entre empleado y empleador o 

negociación colectiva (art. 59). Además, en los casos de horas extras que superen los 2 días  

ya convenidos, por motivo de fuerza mayor o para atender a la realización o conclusión de 

servicios impostergables o cuya no ejecución pudiese acarrear pérdida manifiesta 

(necesidad imperiosa) exigía que fueran comunicadas, dentro del plazo de 10 días, a la 

autoridad competente en materia de trabajo (art. 61). 

 

Qué dice la nueva ley: dispone que a la duración diaria del trabajo podrán ser añadidas 

horas extras, en número que no exceda las 2 horas, por acuerdo individual, convenio 

colectivo o acuerdo colectivo de trabajo. Ante la hipótesis de necesidad imperiosa, la 

duración del trabajo podrá exceder el límite legal o convencionado, tanto para hacer frente 

a un motivo de fuerza mayor, como para atender la realización o conclusión de servicios 

impostergables o cuya no ejecución pueda acarrear perjuicio manifiesto, 
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independientemente de negociación colectiva o comunicación a la autoridad competente 

(art. 59 y 61, § 1º, CLT). 

 

Compensación de jornada  
 

Situación antes de la nueva ley: el art. 7º, inciso XIII, de la CF prevé que está facultada la 

compensación de horarios. El TST consolidó su entendimiento sobre este tema con las 

siguientes directrices en el Pronunciamiento 85: I. La compensación de la jornada de 

trabajo debe ser ajustada mediante acuerdo individual escrito, acuerdo colectivo o 

convenio colectivo; II. El acuerdo individual para compensación de horas es válido salvo si 

hubiera norma colectiva en sentido contrario; III. La mera falta de atención dada a las 

exigencias legales para la compensación de jornada, inclusive cuando sea establecida 

mediante acuerdo tácito, no implica la repetición del pago de las horas excedentes a la 

jornada normal diaria, si la jornada máxima semanal no fuera dilatada, siendo debido 

apenas el respectivo adicional; IV. La realización de horas extras habituales descaracteriza 

el acuerdo de compensación de jornada. Ante esta hipótesis, las horas que superen la 

jornada semanal normal deberán ser pagadas como horas extraordinarias y, en lo que se 

refiere a las horas destinadas a la compensación, deberá pagarse a más apenas el 

adicional por trabajo extraordinario; V. Las disposiciones contenidas en este 

pronunciamiento no se aplican al régimen compensatorio en la modalidad “banco de 

horas”, que solamente puede ser instituido mediante negociación colectiva; VI - No es válido  

acuerdo de compensación de jornada en actividad insalubre, aunque haqya sido estipulado 

en norma colectiva, sin la necesaria inspección previa y autorización de la autoridad 

competente, en la forma del art. 60 de la CLT. Y, en la OJ SBDI-I n. 323, consolidó que “Es 

válido el sistema de compensación de horario cuando la jornada adoptada es la denominada 

"semana española", que alterna la jornada de 48 horas en una semana y 40 horas en otra, 

no violando los arts. 59, § 2º, de la CLT) y 7º, XIII, de la CF/1988 su ajuste mediante acuerdo 

o convenio colectivo de trabajo”. 

 

Qué dice la nueva ley: dispone que el régimen de compensación de jornada puede ser 

establecido mediante acuerdo individual, tácito o escrito, para la compensación en el 

mismo mes. Destaca que el incumplimiento de las exigencias legales para la realización del 

acuerdo no genera la necesidad de repetición del pago de las horas excedentes, siendo 

debido apenas el adicional por el trabajo extraordinario. Adicionalmente, prevé 

expresamente que la realización de horas extras habituales no descaracteriza el acuerdo de 

compensación de jornada (art. 59, § 6º, 59-B, encabezamiento y p.u., CLT). 
 

Banco de horas 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT dispone que puede ser dispensado el aumento de 

salario si, debido a la existencia de un acuerdo o convenio colectivo de trabajo, el exceso 
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de horas en un día fuera compensado por la correspondiente disminución en otro día, de 

manera que no se exceda, en el período máximo de un año, la suma de las jornada 

semanales de trabajo previstas, ni sea superado el límite máximo de diez horas diarias (art. 

59, §2º).   

El TST, interpretando este dispositivo, consolidó su entendimiento sobre este tema en el 

Pronunciamiento 85, punto V, de que el régimen compensatorio en la modalidad “banco 

de horas” solamente puede ser instituido mediante negociación colectiva. 

 

Qué dice la nueva ley: mantiene la posibilidad de establecimiento de pactos mediante 

negociación colectiva del banco de horas anual  y añade expresamente la posibilidad de 

que sean establecidos pactos mediante acuerdo individual escrito, siempre y cuando la 

compensación ocurra en el período máximo de 6 meses. Adicionalmente, prevé 

expresamente que la realización de horas extras habituales no descaracteriza el banco de 

horas (art. 59, § 5º, 59-B, p.u., CLT). 
 

Jornada 12x36 
 

Situación antes de la nueva ley: no había reglamentación legal de carácter general de este 

tema. El TST consolidó el entendimiento del Pronunciamiento n. 444 de que “es válida, en 

carácter excepcional, la jornada de doce horas de trabajo por treinta y seis de descanso, 

prevista en ley o ajustada exclusivamente mediante acuerdo colectivo de trabajo o 

convenio colectivo de trabajo, asegurada la remuneración en doble de los feriados 

trabajados”.  

 

Qué dice la nueva ley: por acuerdo individual escrito, convenio colectivo, o acuerdo 

colectivo de trabajo, les está facultado a las partes establecer horario de trabajo de 12 horas 

seguidas por 36 horas ininterrumpidas de descanso, observados o indemnizados los 

intervalos para descanso y alimentación. En el pago de la remuneración mensual debida por 

el ejercicio de esta jornada, quedan incluidos los pagos debidos por el descanso semanal 

remunerado y por los feriados, siendo considerados compensados los feriados y las 

prórrogas de horario nocturno, cuando las hubiera. Además, queda exceptuada esta 

modalidad de jornada de la exigencia de licencia previa de las autoridades competentes en 

materia de seguridad y salud en el trabajo para prórroga de la jornada en actividades 

insalubre (art. 59-A, 60, p.u., CLT). 

 

Teletrabajo 
 

Situación antes de la nueva ley: no había reglamentación específica en la legislación 

laboral, supeditando las reglas internas de las empresas que ya practican el teletrabajo a la 

interpretación del Poder Judicial. 
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Qué dice la nueva ley: reglamenta el teletrabajo, definiéndolo como el trabajo realizado 

fuera de las dependencias del empleador, mediante la utilización de tecnologías de 

información y de comunicación que, por su naturaleza, no constituyan trabajo externo. La 

presencia en las dependencias para la realización de actividades específicas que exijan la 

presencia del empleado no descaracteriza el régimen. El teletrabajo constituye una 

excepción a la observancia de las reglas generales de duración del trabajo (ejemplo: 

control de asistencia). El acuerdo explícito entre empleado y empleador es condición 

necesaria para que se pase del trabajo presencial al régimen de teletrabajo; pero el 

empleador puede determinar unilateralmente el cambio del teletrabajo al régimen 

presencial, garantizándose el  plazo de transición mínimo de 15 días en este caso. Las 

disposiciones relativas a adquisición, mantenimiento o suministro de los equipamientos y de 

la infraestructura que sean necesarios para el teletrabajo deberán constar por escrito en el 

contrato de trabajo, no integrando la remuneración del empleado. Finalmente, el 

empleador deberá orientar a los empleados, de manera explícita y ostensiva en lo que se 

refiere a las precauciones que deberán ser tomadas con el objetivo de evitar 

enfermedades y accidentes de trabajo. El empleado deberá firmar un término de 

responsabilidad comprometiéndose a seguir esas instrucciones (art. 62, III, 75-A a 75-E., 

CLT). 

 

Pago del intervalo dentro de la jornada de trabajo 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT disponía que cuando el intervalo para reposo y 

alimentación no fuera concedido por el empleador, este estaría obligado a remunerar el 

período correspondiente con un aumento de como mínimo el 50% sobre el valor de la 

remuneración de la hora normal de trabajo (art. 71, §4º). Interpretando ese dispositivo el 

TST consolidó el entendimiento del Pronunciamiento n. 437 de que la no concesión o la 

concesión parcial del intervalo  mínimo, para reposo y alimentación, implica el pago total, 

con naturaleza salarial, del período correspondiente, y no apenas del que sea suprimido. 

 

Qué dice la nueva ley: modifica la legislación para consignar que la no concesión o 

concesión parcial del intervalo implica en el pago apenas del período suprimido con 

naturaleza de indemnización, con aumento del 50% sobre el valor de la remuneración de la 

hora normal de trabajo (art. 71º, §4º,  CLT). 

 

Fraccionamiento de las vacaciones 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT preveía que solamente en casos excepcionales 

podrían las vacaciones ser concedidas en 2 períodos, uno de los cuales no podría ser 

inferior a 10 días consecutivos, siendo que, a los menores de 18 años y a los mayores de 50 

años, las vacaciones deberían siempre ser concedidas sin fraccionamiento (art. 134).  
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Qué dice la nueva ley: posibilita, siempre y cuando haya concordancia del empleado, que 

las vacaciones puedan ser disfrutadas en hasta 3 períodos, siendo que uno de ellos no 

podrá ser inferior a 14 días, y los demás no podrán ser inferiores a 5 días consecutivos 

cada uno, inclusive para menores de 18 años y mayores de 50 años. Además, veda el inicio 

de las vacaciones en el período de 2 días que anteceden feriados o días de descanso 

semanal remunerado (art. 134 de la CLT).   

 

Daño extrapatrimonial 
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal específica en la legislación laboral, 

sometiendo su caracterización y fijación de los valores de indemnización a la interpretación 

de la Justicia del Trabajo. 

 

Qué dice la nueva ley: reglamenta el daño extrapatrimonial como siendo el daño que 

deriva de acción u omisión que ofenda la esfera moral o existencial de la persona natural 

(en relación a honor, imagen, intimidad, libertad de acción, autoestima, sexualidad, salud, 

ocio e integridad física) o de la persona jurídica (en relación a imagen, marca, nombre, 

secreto empresarial y sigilo de la correspondencia), que son las titulares exclusivas del 

derecho a la reparación. Establece que son responsables todos quienes hayan colaborado 

para la ofensa al bien jurídico tutelado, en la proporción de su acción u omisión. 

La apreciación del daño extrapatrimonial deberá considerar: I - la naturaleza del bien 

jurídico tutelado;  II - la intensidad del sufrimiento o de la humillación; III - la posibilidad de 

superación física o psicológica; IV - los reflejos personales y sociales de la acción o de la 

omisión; V - la extensión y la duración de los efectos de la ofensa; VI - las condiciones en que 

ocurrió la ofensa o el daño moral; VII - el grado de intencionalidad o culpa; VIII - la 

ocurrencia de retratacción espontánea; IX - el esfuerzo efectivo para minimizar la ofensa; X - 

el perdón, tácito o explícito; XI - la situación social y económica de las partes involucradas; 

XII - el grado de publicidad de la ofensa. 

La condena en daños patrimonial y extrapatrimonial debe discriminar los valores de las 

respectivas indemnizaciones, siendo que la indemnización que debe ser pagada a título de 

daño extrapatrimonial debe seguir los siguientes parámetros (vedada la acumulación de las 

naturalezas de la ofensa):  I - ofensa de naturaleza ligera, hasta tres veces el salario 

contractual del ofendido; II - ofensa de naturaleza mediana, hasta cinco veces el último 

salario contractual del ofendido; III - ofensa de naturaleza grave, hasta veinte veces el último 

salario contractual del ofendido;  IV - ofensa de naturaleza gravísima, hasta cincuenta veces 

el último salario contractual del ofendido.  Si el ofendido fuera una persona jurídica, la 

indemnización será fijada con observancia de esos mismos parámetros con relación al 

salario contractual del ofensor. Ante la reincidencia entre partes idénticas, el juicio podrá 

aumentar al doble el valor de la indemnización (art. 223-A a 223-G, CLT). 
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Intervalo de 15 minutos para el trabajo extraordinario de la mujer 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT preveía que, en caso de prórroga del horario normal, 

era obligatorio un descanso de 15 minutos, al menos, antes del inicio del período 

extraordinario del trabajo (art. 384). 

 

Qué dice la nueva ley: extinguió esa obligación por medio de la revocación del dispositivo. 

 

Trabajo de la empleada embarazada y lactante 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT preveía que la empleada embarazada o lactante 

debería ser alejada, mientras durase la gestación y la lactancia, de cualquier actividad, 

operación o local insalubre, debiendo ejercer sus actividades en local salubre (art. 394-A).    

 

Qué dice la nueva ley: dispone que, sin pérdida de su remuneración (incluyendo el 

adicional de insalubridad), la empleada deberá ser alejada de: I - actividades insalubres en 

grado máximo, mientras dure el embarazo; II - actividades insalubres en grado mediano o 

mínimo, cuando presente certificado de salud, emitido por médico de confianza de la 

mujer, que recomiende el alejamiento durante el embarazo; III - actividades insalubres en 

cualquier grado, cuando presente certificado de salud, emitido por médico de confianza de 

la mujer, que recomiende el alejamiento durante la lactancia. Cuando la empleada sea 

alejada y no sea posible el ejercicio de sus actividades en local salubre en la empresa, esa 

hipótesis será considerada como embarazo de riesgo y dará lugar a recibir salario 

maternidad, de acuerdo con la ley n.8.213/91 durante todo el período de alejamiento. Le 

corresponderá a la empresa pagar el adicional de insalubridad a la embarazada o a la 

lactante, haciéndose efectiva la compensación en ocasión de la recaudación de las 

contribuciones que inciden sobre la nómina de salarios y demás rendimientos pagados o 

acreditados, por cualquier motivo, a la persona natural que preste servicio. (art. 394-A, CLT). 

 

Descanso para amamantamiento 
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal específica en la legislación laboral 

relativa a la forma de definir los descansos especiales para amamantamiento del hijo por la 

empleada lactante. La CLT prevé que amamantar al propio hijo, hasta que cumpla 6 meses 

de edad, la mujer tendrá derecho, durante la jornada de trabajo, a 2 descansos especiales, 

de media hora cada uno (art. 396). 

 

Qué dice la nueva ley: prevé que los horarios de descanso para amamantamiento serán 

definidos mediante acuerdo individual entre la mujer y el empleador (art. 396º, §2º,  CLT). 
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Trabajo del autónomo (trabajador por cuenta propia) 
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal específica en la legislación laboral 

en lo que se refiere al trabajo del autónomo. 

 

Qué dice la nueva ley: establece que la contratación del autónomo, cumplidas todas las 

formalidad legales, con o sin exclusividad, de forma continua o no, retira la calidad de 

empleado prevista en el art. 3º de la CLT, de acuerdo con el cual “Se considera empleado a 

toda persona natural que preste servicios de naturaleza no eventual a un empleador, 

estando bajo la dependencia de este y mediante salario” (art. 442-B de la CLT). 

 

Trabajo intermitente 
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal específica en la legislación laboral 

en lo que se refiere al contrato de trabajo intermitente. 

 

Qué dice la nueva ley: crea una nueva modalidad de contrato de trabajo, el trabajo 

intermitente, en el cual la prestación de servicios, con subordinación, no es continua, 

ocurriendo con alternancia de períodos de prestación de servicios y de inactividad, 

determinados en horas, días o meses, independientemente del tipo de actividad del 

empleado y del empleador, excepto para los aeronautas que son regidos por legislación 

propia. El contrato debe ser celebrado por escrito y contener, específicamente, el valor de 

la hora de trabajo, que no puede ser inferior al valor horario del salario mínimo o al valor 

pagado a los demás empleados del establecimiento que ejerzan la misma función en 

contrato intermitente o no. El período de inactividad no será considerado tiempo a 

disposición del empleador, pudiendo el trabajador prestar servicios a otros contratantes.   

El empleador convocará, por cualquier medio de comunicación eficaz, para la prestación 

de servicios, informando al empleado cuál será la jornada, con, por lo menos, 3 días 

consecutivos de antelación. Recibida la convocación, el empleado tendrá un plazo de 1 día 

hábil para responder al llamado, suponiéndose, ante el silencio, la negativa. El rechazo de la 

oferta no descaracteriza la subordinación entre empresa y empleado.  

Habiendo sido aceptada la oferta para presentarse al trabajo, la parte que no cumpla, sin 

motivo, pagará a la otra parte, en el plazo de treinta días, una multa del 50% de la 

remuneración que sería debida, estando permitida la compensación en idéntico plazo.   

Al final de cada período de prestación de servicio, el empleador, mediante suministro de 

un recibo con los valores discriminados, pagará al empleado las siguientes partes: I - 

remuneración; II - vacaciones proporcionales más un tercio; III - aguinaldo proporcional; IV - 

descanso semanal remunerado; y V - adicionales legales. También efectuará la recaudación 

del INSS y del FGTS en base a los valores pagados en el período mensual y suministrará al 

empleado comprobante del cumplimiento de esas obligaciones.  
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Cada doce meses, el empleado adquiere derecho a disfrutar, durante los doce meses 

siguientes, un mes de vacaciones, período en el cual no podrá ser convocado para prestar 

servicios por el mismo empleador (art. 443, §3º, 452-A de la CLT). 

 

Negociación individual 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT establece que “Las relaciones contractuales de 

trabajo pueden ser objeto de libre estipulación de las partes interesadas en todo lo que no 

sea una contravención a las disposiciones de protección al trabajo, a los contratos colectivos 

que se apliquen y a las decisiones de las autoridades competentes” (art. 444). 

 

Qué dice la nueva ley: mantiene la regla general para la libre estipulación de las relaciones 

contractuales y añade que para el empleado portador de diploma de nivel superior y que 

perciba salario mensual igual o superior a 2 veces  el límite máximo del Régimen General 

de la Previsión Social es libre la estipulación de las relaciones contractuales de trabajo con 

la misma eficacia legal y preponderancia sobre los instrumentos colectivos con relación a 

las materias cuya negociación colectiva está permitida (art. 444, p.u., CLT), tales como: I - 

pacto en lo que atañe a la jornada de trabajo, observados los límites constitucionales; II - 

banco de horas anual; III - intervalo dentro de la jornada, siendo respetado el límite mínimo 

de treinta minutos para jornadas superiores a seis horas; IV - adhesión al Programa Seguro-

Empleo (PSE); V - plan de carrera, salarios y funciones compatibles con la condición personal 

del empleado, así como identificación de los cargos que están dentro de la categoría de 

funciones de confianza; VI - reglamento empresarial; VII - representante de los trabajadores 

en el local de trabajo; VIII - teletrabajo, régimen de sobreaviso y trabajo intermitente; IX - 

remuneración por productividad, incluidas las propinas percibidas por el empleado, y 

remuneración por desempeño individual; X - modalidad de registro de jornada de trabajo; XI 

- cambio del día de feriado; XII - encuadramiento del grado de insalubridad; XIII - prórroga 

de la jornada en ambientes insalubres, sin licencia previa de las autoridades competentes 

del Ministerio de Trabajo; XIV - premios de incentivo en bienes o servicios, eventualmente 

concedidos en programas de incentivo; XV - participación en las ganancias o resultados de la 

empresa (art. 611-A de la CLT). 

 

Sucesión empresarial  
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT prevé de manera amplia que el cambio en lo que se 

refiere a la propiedad o a la estructura jurídica de la empresa no afecta los contratos de 

trabajo de los respectivos empleados (art. 10 y 448).  Por su parte, la jurisprudencia 

predominante es de que las obligaciones laborales son de responsabilidad del sucesor. 

 

Qué dice la nueva ley: dispone expresamente que, caracterizada la sucesión empresarial o 

de empleadores, las obligaciones laborales, inclusive las que fueron contraídas en el 
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momento en que los empleados trabajaban para la empresa anterior, son de 

responsabilidad del sucesor.  Pero la empresa sucedida responderá solidariamente con la 

sucesora cuando quede comprobado fraude en la transferencia (art. 448-B, CLT).   

 

Uniforme 
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal específica en la legislación laboral 

en lo que atañe a la estandarización de los uniformes y su higienización. También, la 

jurisprudencia a veces limita el establecimiento de estándares de vestimenta por parte de 

las empresas y las responsabiliza de su higienización, en especial las que exigen 

procedimientos especiales para hacerlo. 

 

Qué dice la nueva ley: dispone expresamente que le corresponde al empleador definir el 

estándar de vestimenta en el ambiente laboral, siendo lícita la inclusión en el uniforme de 

logotipos de la propia empresa o de empresas asociadas y de otros elementos de 

identificación relacionados con la actividad desempeñada. Además, prevé que la 

higienización del uniforme es de responsabilidad del trabajador, salvo en las hipótesis en 

que sean necesarios procedimientos o productos diferentes de los que se utilizan para la 

higienización de las vestimenta de uso común (art. 456-A, CLT). 

 

Partes que no integran la remuneración 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT establecía que integraban el salario no apenas la 

importancia fija estipulada, sino también las comisiones, porcentajes, bonificaciones 

ajustadas, viáticos para viajes y abonos pagados por el empleador, con excepción de las 

ayudas de costo y de los viáticos para viaje que no excedan el 50% del salario percibido por 

el empleado (art. 457, §2º). El Pronunciamiento n. 101 del TST prevé también que integran 

el salario, por su valor total y a los efectos de indemnización, las viáticos de viaje que 

excedan el 50% del salario del empleado, mientras perduren los viajes. 

 

Qué dice la nueva ley: dispone que integran el salario la importancia fija estipulada, las 

bonificaciones legales y las comisiones pagadas por el empleador. Aunque sean habituales, 

son excluidas de la remuneración las importancias pagadas a título de ayuda de costo, 

auxilio-alimentación (vedado su pago en dinero), viáticos para viaje, premios y abonos, 

que no se incorporen al contrato  de trabajo y no constituyan base de incidencia de 

cualquier recargo laboral y de la previsión social. También añade que el valor relativo a la 

asistencia prestada por servicio médico u odontológica, propio o no, inclusive el rembolso 

de gastos con medicamentos, gafas, aparatos ortopédicos, prótesis, órtesis, gastos médico-

hospitalarios y otros similares, inclusive cuando sea concedido en diferentes modalidades de 

planes y coberturas, no integran el salario del empleado para ningún efecto ni el salario de 
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contribución del INSS (arts. 457, 458, §5º, CLT y apartado q del § 9º del art. 28 de la Ley No. 

8.212/91). 

 

Equiparación salarial 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT determinaba que a todo trabajo de igual valor, 

siendo idéntica la función, prestado al mismo empleador, en la misma localidad, le 

corresponderá igual salario, sin distinción de sexo, nacionalidad o edad. Definía que trabajo 

de igual valor con esa finalidad sería el trabajo que sea hecho con igual productividad y con 

la misma perfección técnica, entre personas cuya diferencia de tiempo de trabajo no sea 

superior a 2 años. Esa regla no prevalecería cuando el empleador tuviese personal 

organizando en cuadro de carrera, hipótesis en que los ascensos deberían obedecen a los 

criterios de antigüedad y mérito alternadamente dentro de cada categoría profesional (art. 

461). 

El TST interpretando este dispositivo consolidó su entendimiento en el Pronunciamiento n. 6 

fijando las siguientes orientaciones: I- solamente es válido el cuadro de personal 

organizando en carrera cuando sea homologado por el Ministerio de Trabajo, 

excluyéndose, apenas, de esta exigencia el cuadro de carrera de las entidades de derecho 

público de la administración directa, y fundacional aprobado por acto administrativo de la 

autoridad competente; II- a efectos de equiparación de salarios en caso de trabajo igual, se 

cuenta el tiempo de trabajo en la función y no en el empleo; III- la equiparación salarial 

solamente es posible si el empleado y el modelo de comparación ejercieran la misma 

función, desempeñando las mismas tareas, no importando si los cargos tienen, o no, la 

misma denominación; IV- es innecesario que, en el momento de la demanda sobre 

equiparación salarial, demandante y modelo de comparación estén al  servicio del 

establecimiento, siempre y cuando la solicitud se relacione con una situación anterior; V- la 

cesión de empleados no excluye la equiparación salarial, aunque sea ejercida la función en 

organismo gubernamental extraño a la empresa cedente, cuando esta responde por los 

salarios del modelo de comparación y del demandante; VI- presentes los presupuestos del 

art. 461 de la CLT, es irrelevante la circunstancia de que el desnivel salarial tenga origen en 

una decisión judicial que benefició al trabajador que sirve como modelo de comparación, 

excepto: a) si fuera derivado de una ventaja personal o de tesis jurídica fuera superada por 

la jurisprudencia de una Corte Superior; b) ante la hipótesis de equiparación salarial en 

cadena, suscitada en la defensa, si el empleador produjera prueba del alegado hecho 

modificativo, impeditivo, o extintivo del derecho a la equiparación salarial con relación al 

modelo de comparación, es considerada irrelevante, a ese efecto, la existencia de diferencia 

de tiempo de trabajo en la función superior a dos años entre el demandante y los 

empleados que sirven como modelo de referencia componentes de la cadena de 

equiparación con  excepción del modelo inmediato; VII- siempre y cuando sean atendidos 

los requisitos del art. 461 de la CLT, es posible la equiparación salarial de trabajo intelectual, 

que puede ser evaluado por su perfección técnica, cuya mensuración tendrá criterios 
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objetivos; VIII- es del empleador el peso de la prueba del hecho impeditivo, modificativo o 

extintivo de la equiparación salarial; IX- en la acción de equiparación salarial, la prescripción 

es parcial y solamente afecta las diferencias salariales vencidas en el período de 5 años que 

precedió a la presentación ante la justicia; X- el concepto de "misma localidad" de que trata 

el art. 461 de la CLT se refiere, en principio, al mismo municipio, o a municipios diferentes 

que, comprobadamente, pertenezcan a la misma región metropolitana.  

También consolidó el entendimiento en la OJ de la SDI-1 n. 418 de que no constituye 

impedimento a la equiparación salarial la existencia de plan de cargos y salarios que, 

refrendado por norma colectiva, prevea criterio de ascenso apenas por mérito o 

antigüedad, no atendiendo, por lo tanto, al requisito de alternancia de los criterios, 

previsto en el art. 461º, §2º, de la CLT.       

 

Qué dice la nueva ley: dispone que a todo trabajo de igual valor, siendo idéntica la función, 

prestado al mismo empleador, en el mismo establecimiento empresarial (antes era 

localidad), le corresponderá igual salario, sin distinción de sexo, nacionalidad o edad. Define 

que trabajo de igual valor para esa finalidad es el trabajo realizado con igual productividad y 

con la misma perfección técnica, entre personas cuya diferencia de tiempo de servicio para 

el mismo empleador no sea superior a 4 años y la diferencia de tiempo en la función no 

sea superior a 2 años (antes la diferencia era apenas de tiempo en la función no superior a 2 

años). Esa regla no prevalecerá cuando el personal que trabaja para un empleador esté 

organizando en cuadro de carrera o sea adoptado, por medio de norma interna de la 

empresa o de negociación colectiva, un plan de cargos y salarios, dispensándose cualquier 

forma de homologación o registro en un organismo público (antes solamente obstaba la 

equiparación la existencia de un cuadro de carrera homologado). Los ascensos podrán ser 

hechos por mérito y por antigüedad, o por apenas uno de estos criterios, dentro de cada 

categoría profesional (antes, estos criterios deberían ser obligatoriamente alternados). La 

equiparación salarial solamente será posible entre empleados contemporáneos en el 

cargo o en la función, quedando vedada la indicación de modelos de comparación 

remotos, aunque el modelo de comparación contemporáneo haya obtenido esa ventaja en 

una acción judicial propia (antes era permitida la equiparación en cadena). En el caso de que 

sea comprobada discriminación por motivo de sexo o etnia el juez determinará, además del 

pago de las diferencias salariales debidas, multa, a favor del empleado discriminado, por un 

valor del 50% del límite máximo de los beneficios del RGPS (art. 461 de la CLT). 

 

Incorporación de la gratificación de función 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT establece que no se considera alteración unilateral la 

determinación del empleador para que el empleado vuelva a su cargo efectivo, 

anteriormente ocupado, dejando el ejercicio de función de confianza (art. 468, p.u.). El TST 

consolidó su entendimiento en el Pronunciamiento n. 372 de que percibida la gratificación 
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de función durante 10 años o más por el empleado, si el empleador, sin motivo, lo hiciera 

volver a su cargo efectivo, no podrá retirarle la gratificación. 

 

Qué dice la nueva ley: mantiene la posibilidad de reversión del empleado de su cargo de 

confianza a su cargo efectivo, y establece que esta reversión, con o sin motivo, no asegura 

al empleado el derecho a mantener el pago de la gratificación correspondiente, que no 

será incorporada, independientemente del tiempo de ejercicio de la respectiva función (art. 

468º, §2º,  CLT). 

 

Procedimientos de rescisión contractual 
 

Situación antes de la nueva ley: La CLT preveía que la solicitud de despido o recibo de pago 

de las obligaciones derivadas de rescisión del contrato de trabajo firmado por un 

empleado con más de 1 año de trabajo solamente será válido cuando sea hecho con la 

asistencia del respectivo Sindicato o ante la autoridad del MTb .  Este acto sería realizado 

sin peso para el trabajador y el empleador y, en ese momento, cuando sea debido, el 

empleador debería entregar los formularios -guía de FGTS y seguro desempleo (art. 477, §§ 

1º y 7º). 

El pago de las cuotas que constan en el instrumento de rescisión o recibo de pago de 

obligaciones derivadas de la rescisión debería ser efectuado dentro de los siguientes 

plazos: a) antes del primer día hábil inmediatamente después de la finalización del 

contrato; o b) antes del décimo día, contado a partir de la fecha de la notificación del 

despido, en el momento de la ausencia del aviso previo, indemnización del mismo o 

exención de su cumplimiento (art. 477, §6º).  

El TST en el Pronunciamiento n. 330 dispone el recibo pasado por el empleado, con 

asistencia de entidad sindical de su categoría al empleador tiene eficacia liberatoria en 

relación a las cuotas expresamente consignada en el recibo, salvo si hubiera una objeción 

explícita y especificada al valor dado a la cuota o cuotas impugnadas. El recibo de pago de 

obligaciones laborales no incluiría cuotas y sus reflejos no consignados en el recibo de 

liquidación. En lo que atañe a derechos que deberían haber sido satisfechos durante la 

vigencia del contrato de trabajo, la cancelación sería válida con relación al período 

expresamente consignado en el recibo de cancelación. 

 

Qué dice la nueva ley: revoca la obligatoriedad de que la solicitud de despido o recibo de 

comprobación de pago de obligaciones laborales derivadas de rescisión del contrato de 

trabajo firmado por un empleado con más de 1 año de trabajo sea hecho con la asistencia 

del respectivo Sindicato o ante la autoridad del MTb. En la extinción del contrato de 

trabajo, el empleador ahora deberá proceder a la anotación en la CTPS, comunicar el 

despido a los órganos competentes y realizar el pago de los rubros rescisorios.  En el plazo 

único de hasta 10 días, contados a partir de la finalización del contrato, el empleador 

deberá entregar los documentos que comprueben la comunicación y el pago de los valores 
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que constan en el instrumento de rescisión o recibo de comprobación de pago de 

obligaciones laborales. La anotación en la CTPS pasa a ser el documento habilitado para 

solicitar la cantidad de beneficio del seguro desempleo y el análisis del FGTS, siempre y 

cuando la comunicación a los órganos competentes haya sido realizada (art. 477 de la CLT). 

 

Equiparación de despido inmotivado individual, plural y colectivo  
 

Situación antes de la nueva ley: el artículo 7º, inciso I, de la CF prevé que la relación de 

empleo está protegida contra despido arbitrario o sin justa causa en los términos de ley 

complementaria. Hasta que sea promulgada la Ley Complementaria, el art. 10 de los Actos 

de las Disposiciones Constitucionales Transitorias (ADCT)  fijó esa indemnización en el 40% 

sobre los depósitos de FGTS realizados durante el contrato de trabajo. Este dispositivo no 

definió ninguna distinción entre despido individual, plural o colectivo. También, la 

jurisprudencia del TST consolidó entendimiento de que el despido colectivo debe ser 

precedido obligatoriamente de negociación con el sindicato de trabajadores (Negociación 

Colectiva n. 003909-2009-000-15-00-4). 

 

Qué dice la nueva ley: establece que los despidos individuales, plurales o colectivos se 

equiparan para todos los fines, no habiendo necesidad de autorización previa de entidad 

sindical o de celebración de convenio colectivo o acuerdo colectivo de trabajo para su 

efectivación (art. 477-A, CLT). 

 

Plan de despido voluntario o incentivado  
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal específica en la legislación laboral 

en lo que se refiere a este tema. También, el TST consolidó su entendimiento en la OJ SBDI-I 

n. 270 de que la transacción extrajudicial que constituye rescisión del contrato de trabajo 

ante la adhesión del empleado un plan de despido voluntario comportaría la comprobación 

de pago exclusivamente de las cuotas y valores que constan en el recibo. Posteriormente, 

el Supremo Tribunal Federal (STF) revisó este entendimiento en el juzgamiento del RE n. 

590.415 y consolidó la tesis de que “la transacción extrajudicial que constituye rescisión del 

contrato de trabajo, en razón de adhesión voluntaria del empleado al plan de despido 

incentivado, da lugar a liquidación amplia e irrestricta de toda las cuotas que sean objeto 

del contrato de empleo, en el caso de que esa condición haya constando expresamente en 

el acuerdo colectivo que aprobó el plan, así como en los demás instrumentos celebrados 

con el empleado”. 

 

Qué dice la nueva ley: prevé que los planes de despido voluntario o incentivado, para 

despido individual, plural o colectivo, previstos en convenio colectivo o acuerdo colectivo 

de trabajo, dan lugar a cancelación plena e irrevocable de los derechos derivados de la 
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relación de empleo, salvo disposición en contrario estipulada entre las partes (art. 477-B, 

CLT). 

 

Justa Causa – pérdida de habilitación profesional 
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal específica en la legislación laboral 

en los que se refiere a este tema. 

 

Qué dice la nueva ley: crea hipótesis de justa causa para rescisión del contrato de trabajo 

por el empleador, es decir, pérdida de la habilitación o de los requisitos establecidos en ley 

para el ejercicio de la profesión, en consecuencia de conducta del empleado (art. 482 de la 

CLT). 

 

Rescisión del contrato de trabajo por acuerdo 
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal  en la legislación laboral en los que 

se refiere a este tema. 

 

Qué dice la nueva ley: dispone que el contrato de trabajo podrá ser extinto por acuerdo 

entre empleado y empleador, en cuyo caso serán debidos los siguientes rubros laborales: I - 

por mitad o aviso previo, si fuera indemnizado, y la indemnización sobre el saldo del FGTS; 

II -  integralmente, los demás rubros laborales. Con este acuerdo el empleado está 

autorizado a recaban el 80% del valor de los depósito del FGTS, pero no tendrá derecho a 

recibir el seguro desempleo (art. 484-A, CLT; art. 20, inciso I-A de la Ley n. 8.036/90). 

 

Arbitraje 
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal en la legislación laboral en lo que 

se refiere a este tema. 

 

Qué dice la nueva ley: dispone que en los contratos individuales de trabajo cuya 

remuneración sea superior a 2 veces el límite máximo creado para los beneficios del  RGPS 

una cláusula  de compromiso de arbitraje podrá ser pactada, siempre y cuando lo sea 

mediante iniciativa del empleado o mediante su concordancia explícita (art. 507-A, CLT). 

 

Declaración anual de pago de las obligaciones laborales  
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal en la legislación laboral en lo que 

se refiere a este tema. 
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Qué dice la nueva ley: está facultado a empleados y empleadores, en la vigencia o no del 

contrato de empleo, firmar el término de declaración anual de pago de obligaciones 

laborales, ante el sindicato de los empleados de la categoría.  Dicho término discriminará las 

obligaciones de dar y hacer cumplidas mensualmente y en el mismo constará el 

comprobante anual de que no hay pendientes obligaciones laborales, dado por el empleado, 

con eficacia de las cuotas allí especificadas (art. 507-B, CLT). 

 

Comisión de representación de los empleados 
 

Situación antes de la nueva ley: el artículo 11 de la CF dispone que en las empresas con 

más de 200 empleados, está asegurada la elección de un representante de los empleados 

con la finalidad exclusiva de fomentar el entendimiento directo con los empleadores. 

 

Qué dice la nueva ley: en las empresas con más de 200 empleados está asegurada la 

elección de una comisión para representarlos con la finalidad de fomentar el entendimiento 

directo con los empleadores.  La Comisión estará integrada: I - en las empresas con más de 

doscientos y hasta tres mil empleados, por tres miembros; II - en las empresas con más de 

tres mil y hasta mil empleados, por cinco miembros; III - en las empresas con más de mil 

empleados, por siete miembros. En el caso de que la empresa tuviera empleados en varios 

Estados de la Federación y en el Distrito Federal, será asegurada la elección de una comisión 

de representantes de los empleados por Estado o en el Distrito Federal.  

La Comisión de representantes de los empleados tendrá las siguientes atribuciones: I - 

representar a los empleados ante la administración de la empresa; II - perfeccionar la 

relación entre la empresa y sus empleados en base a los principios de la buena fe y del 

respeto mutuo; III - fomentar el diálogo y el entendimiento en el ambiente de trabajo con la 

finalidad de prevenir conflictos; IV - buscar soluciones para los conflictos derivados de la 

relación de trabajo, de forma rápida y eficaz, con miras a la efectiva aplicación de las normas 

legales y contractuales; V - asegurar tratamiento justo e imparcial a los empleados, 

impidiendo cualquier forma de discriminación por motivo de sexo, edad, religión, opinión 

política o actuación sindical; VI - encaminar reivindicaciones específicas de los empleados de 

su ámbito de representación; VII - hacer el seguimiento del cumplimiento de las leyes 

laborales, previsionales y de los convenios colectivos y acuerdos colectivos de trabajo.  

La elección de la comisión será convocada, con antelación mínima de 30 días, contados a 

partir del final del mandato anterior, por medio de edicto que deberá ser fijado en la 

empresa, con amplia publicidad, para inscripción de candidaturas. Será formada una 

comisión electoral, integrada por 5 empleados, no candidatos, para la organización y el 

acompañamiento del proceso electoral, estando vedada la interferencia de la empresa y del 

sindicato de la categoría.   

Los empleados de la empresa podrán ser candidatos, excepto los empleados que terngan 

contrato de trabajo por plazo determinado, cuyo contrato haya sido suspendido o que estén 
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en período de aviso previo, aunque indemnizado y serán electos los candidatos más 

votados, en votación secreta, estando vedado el voto por representación.  

Si no hubiera candidatos suficientes, la Comisión podrá ser formada por un número de 

miembros inferior al que está previsto en la ley. Si no hubiera registro de candidatura, será 

registrada acta y convocada una nueva elección en el plazo de un año.  

El mandado de los miembros será de 1 año y estos no podrán sufrir despido arbitrario 

(entendido como el despido no fundamentado en motivo disciplinario, técnico, económico, 

financiero), desde el registro de su candidatura hasta 1 año después del final de su mandato, 

y su ejercicio no implica suspensión o interrupción del contrato de trabajo, debiendo el 

empleado permanecer en sus funciones. El miembro que hubiera ejercido la función de 

representante de los empleados en la comisión no podrá ser candidato en los 2 períodos 

siguientes.    

Los documentos referentes al proceso electoral deben ser emitido en dos copias, las que 

permanecerán bajo la guardia de los empleados y de la empresa por el plazo de 5 años, a 

disposición para ser consultados por cualquier trabajador interesado, por el Ministerio 

Público del Trabajo y por el Ministerio de Trabajo (art. 510-A a 510-D de la CLT). 

 

Contribución sindical 
 

Situación antes de la nueva ley: La CLT preveía que la contribución sindical era obligatoria 

para empleados – de todas las categorías profesionales – y empleadores – todas las 

categorías económicas (arts. 545, 578, 579, 582, 583, 587, 602 de la CLT). 

 

Qué dice la nueva ley: dispone que las contribuciones debidas a los sindicatos por los 

participantes de las categorías económicas o profesionales o de las profesiones liberales 

representadas por las entidades anteriormente mencionadas serán, bajo la denominación 

de contribución sindical, pagadas y recaudadas, siempre y cuando sean previa y 

expresamente autorizadas.    

Los empleadores están obligados a descontar de la nómina de pago de sus empleados 

relativa al mes de marzo de cada año la contribución sindical de los empleados que 

autorizaron previa y expresamente su recaudación a los respectivos sindicatos.  

Los empleadores que opten por la recaudación de la contribución sindical deberán hacerlo 

en el mes de enero de cada año, o, para los que se establezcan después de ese mes, en el 

momento en que soliciten a las reparticiones el registro o la licencia para el ejercicio de la 

respectiva actividad. 

Los empleados que no estuvieran trabajando en el mes destinado al descuento de la 

contribución sindical y que autoricen previa y expresamente la recaudación serán 

descontados en el primer mes subsiguiente al del reinicio del trabajo. 

La contribución sindical será recaudada, una única vez, mantenidas las mismas importancias 

actuales: la remuneración de un día de trabajo, para los empleados, cualquiera sea la forma 
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de la mencionada remuneración, y para los empleadores, el monto proporcional al capital 

social de la firma o empresa (arts. 545, 578, 579, 582, 583, 587, 602 de la CLT). 

 

Negociación Colectiva – lo negociado sobre lo legislado 
 

Situación antes de la nueva ley: El artículo 7º, inciso de la CF reconoce la existencia de los 

convenios y acuerdos colectivos de trabajo como uno de los derechos de los trabajadores 

urbanos y rurales. A pesar del respaldo constitucional y del prestigio del tema en convenios 

internacionales (Convenio n. 98 y n. 154 de la OIT), la negociación colectiva enfrentaban  

ambiente de inseguridad jurídica: anulaciones de cláusulas colectivas eran frecuentes en la 

Justicia del Trabajo fundamentándose en que los derechos laborales previstos en la 

legislación no podrían ser flexibilizados mediante negociación colectiva. Por su parte, el STF 

en la sentencia del RE n. 590.415 registró que “En el ámbito del derecho colectivo del 

trabajo no se verifica la misma situación de asimetría de poder que está presente en las 

relaciones individuales de trabajo. Como consecuencia, la autonomía colectiva de la 

voluntad no se encuentra supeditada a los mismos límites que la autonomía individual. 4. La 

Constitución de 1988, en su artículo 7º, XXVI, hizo hincapié en la autonomía colectiva de la 

voluntad y la autocomposición de los conflictos laborales, acompañando la tendencia 

mundial al creciente reconocimiento de los mecanismos de negociación colectiva, retratada 

en el Convenio n. 98/1949 y en el Convenio n. 154/1981 de la Organización Internacional del 

Trabajo. El reconocimiento de los acuerdos y convenios colectivos permite que los 

trabajadores contribuyan a la formulación de las normas que regirán su propia vida”.   

 

Qué dice la nueva ley: define límites para la negociación colectiva. Establece que el 

convenio colectivo y el acuerdo colectivo de trabajo tienen prevalencia sobre la ley cuando, 

entre otros, dispongan sobre: I - pacto en lo que atañe a la jornada de trabajo, observados 

los límites constitucionales; II - banco de horas anual; III - intervalo dentro de la jornada, 

siendo respetado el límite mínimo de treinta minutos para jornadas superiores a seis horas; 

IV - adhesión al Programa Seguro-Empleo (PSE); V - plan de carrera, salarios y funciones 

compatibles con la condición personal del empleado, así como identificación de los cargos 

que están dentro de la categoría de funciones de confianza; VI - reglamento empresarial; VII 

- representante de los trabajadores en el local de trabajo; VIII - teletrabajo, régimen de aviso 

previo y trabajo intermitente; IX - remuneración por productividad, incluidas las propinas 

percibidas por el empleado, y remuneración por desempeño individual; X - modalidad de 

registro de jornada de trabajo; XI - cambio del día de feriado; XII - encuadramiento del grado 

de insalubridad; XIII - prórroga de la jornada en ambientes insalubres, sin licencia previa de 

las autoridades competentes del Ministerio de Trabajo; XIV - premios de incentivo en bienes 

o servicios, eventualmente concedidos en programas de incentivo; XV - participación en las 

ganancias o resultados de la empresa.  

También dispone que constituyen un objeto ilícito de convenio colectivo o de acuerdo 

colectivo de trabajo, exclusivamente, la supresión o la reducción de los siguientes derechos:  
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I - normas de identificación profesional, inclusive las anotaciones en la CTPS; II - seguro-

desempleo; III - FGTS; IV - salario mínimo; V – aguinaldo; VI - remuneración del trabajo 

nocturno superior a la del trabajo diurno; VII - protección del salario de acuerdo con la ley, 

constituyendo crimen su retención intencional; VIII - salario-familia; IX - descanso semanal 

remunerado; X - remuneración del trabajo extraordinario superior, al menos, en un 50% que 

el salario normal; XI - cantidad de días de vacaciones debidas al empleado; XII - goce de 

vacaciones anuales remuneradas con, por lo menos, un tercio más que el salario normal; XIII 

- licencia por maternidad con duración mínima de ciento y veinte días; XIV - licencia por 

paternidad en los términos fijados en ley; XV - protección del mercados de trabajo de la 

mujer, mediante incentivos específicos, conforme a la ley; XVI - aviso previo proporcional al 

tiempo de trabajo siendo de, como mínimo, 30 días, conforme a la ley; XVII - normas de 

salud, higiene y seguridad del trabajo previstas en ley o en normas reglamentadoras del 

Ministerio de Trabajo; XVIII - adicional de remuneración para las actividades penosas, 

insalubres o peligrosas; XIX - jubilación; XX - seguro contra accidentes de trabajo, a cargo del 

empleador; XXI - acción, en lo que se refiere a los créditos resultantes de las relaciones de 

trabajo, con plazo de prescripción de cinco años para los trabajadores urbanos y rurales, 

hasta el límite de dos años después de la extinción del contrato de trabajo; XXII - prohibición 

de cualquier tipo discriminación en lo que atañe a salario y criterios de ingreso del 

trabajador portador de deficiencia; XXIII - prohibición de trabajo nocturno, peligroso o 

insalubre para menores de dieciocho años y de cualquier trabajo para menores de dieciseis 

años, salvo en la condición de aprendiz, a partir de catorce años; XXIV -medidas de 

protección legal de niños y adolescentes; XXV - igualdad de derechos entre el trabajador con 

vínculo de empleo permanente y el trabajador independiente; XXVI - libertad de asociación 

profesional o sindical del trabajador, inclusive el derecho de no sufrir, sin su explícita y 

previa anuencia, cualquier cobranza o descuento salarial establecidos en convenio colectivo 

o acuerdo colectivo de trabajo; XXVII - derecho de huelga, siendo de competencia de los 

trabajadores decidir sobre la oportunidad de ejercerlo y sobre los intereses que deban, por 

medio de él, defender; XXVIII - definición legal sobre los servicios o actividades esenciales y 

disposiciones legales sobre la atención de las necesidades impostergables de la comunidad 

en caso de huelga; XXIX - tributos y otros créditos de terceros; XXX - las disposiciones 

previstas en los arts. 373-A, 390, 392, 392-A, 394, 394-A, 395, 396 y 400 de esta 

Consolidación (protección del trabajo de la mujer).  

Reglas sobre duración del trabajo e intervalos no son consideradas como normas de salud, 

higiene y seguridad del trabajo, pudiendo ser objeto de negociación colectiva. 

En el examen del convenio colectivo o del acuerdo colectivo de trabajo, la Justicia del 

Trabajo analizará exclusivamente la conformidad de los elementos esenciales del ámbito 

jurídico (agente capaz, objeto lícito, forma prescriptas o no defensa en ley) y orientará su 

actuación por el principio de la intervención mínima en la autonomía de la voluntad 

colectiva.   

La inexistencia de una explícita indicación de contrapartidas en un convenio colectivo o 

acuerdo colectivo de trabajo no dará lugar a su nulidad por no caracterizar un vicio jurídico. 
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Pero, si fuera pactada una cláusula que redujera el salario o la jornada, deberá estar prevista 

la protección de los empleados contra el despido durante el plazo de vigencia del 

instrumento colectivo.  

Ante la hipótesis de procedencia de acción anulatoria de cláusula de convenio colectivo o de 

acuerdo colectivo de trabajo, cuando haya una cláusula compensatoria, esta deberá ser 

igualmente anulada, sin repetición de lo indebido.  Los sindicatos firmantes de los 

instrumentos colectivos deberán participar, como litisconsortes necesarios, en acción 

individual o colectiva, que tenga como objeto la anulación de cláusulas de esos instrumentos 

(arts. 8º, §3º, 611-A y 611-B de la CLT). 

 

 

 

Negociación Colectiva - ultra actividad  
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT establece que no será permitido estipular duración 

de convenio o acuerdo colectivo de trabajo superior a 2 años (art. 614, §3º). No obstante, 

en 2012 la ultra actividad fue insertada en el Pronunciamiento n. 277 por el TST para 

determinar la incorporación de normas colectivas a los contratos individuales de trabajo 

mientras no sea realizada una nueva negociación colectiva. Ya durante los expedientes de la 

ADPF n. 323/DF, que tramita en el STF, fue concedida medida cautelar para suspender todos 

los procesos en curso y los efectos de las decisiones judiciales proferidas por la Justicia del 

Trabajo que se refieran a la aplicación de la ultra actividad de normas de acuerdos y de 

convenios colectivos (pendiente de juicio de mérito). 

 

Qué dice la nueva ley: ratifica que no será permitido estipular la duración de un convenio 

o acuerdo colectivo de trabajo superior a 2 años y explicita que está vedada la ultra 

actividad (art. 614º, §3º,  CLT). 

 

Acuerdo colectivo de trabajo x Convenio colectivo de trabajo   
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT disponía que las condiciones establecidas en 

convenio colectivo de trabajo, si fueran más favorables, prevalecerían sobre las 

condiciones estipuladas en acuerdo colectivo de trabajo (art. 620). 

 

Qué dice la nueva ley: determina que las condiciones establecidas en acuerdo colectivo de 

trabajo siempre prevalecerán sobre las condiciones estipuladas en convenio colectivo de 

trabajo (art. 620 de la CLT). 

 

Homologación de acuerdo extrajudicial  
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Situación  antes de la nueva ley: no había previsión legal específica en la legislación laboral 

en lo que se refiere a este tema. 

 

Qué dice la nueva ley: Colocó dentro de la lista de competencias de los Juzgados del 

Trabajo la decisión sobre la homologación de acuerdo extrajudicial.  

El proceso de homologación de acuerdo extrajudicial comenzará mediante petición 

conjunta, siendo obligatoria la representación de las partes por un abogado que no sea 

común. El trabajador está facultado a ser asistido por el abogado del sindicato de su 

categoría. La petición de homologación de acuerdo extrajudicial suspende el plazo de 

prescripción de la acción en lo que se refiere a los derechos en ella especificados, que 

volverá a valer el día hábil siguiente al del trámite en juzgado de la decisión que niegue la 

homologación del acuerdo. 

La realización del acuerdo no perjudica el plazo establecido en el § 6º del art. 447 (entrega 

de documentos que comprueben la comunicación de la rescisión a los órganos competentes 

y del pago de los valores de la rescisión) y no impide la aplicación de la multa prevista en el § 

8º del art. 447 (por la no observancia de los plazos del § 6º del mismo artículo).  

En el plazo de 15 días contados a partir de la distribución de la petición, el juez analizará el 

acuerdo, designará audiencia, si lo considerara necesario, y pronunciará su sentencia (art. f, 

855-B a 855-E, de la CLT). 

 

Procedimientos para la creación de pronunciamientos de jurisprudencia  
 

Situación antes de la nueva ley: la definición de requisitos para la edición de 

pronunciamientos y otros enunciados de jurisprudencia uniforme constaba en el 

Reglamento Interno de cada Tribunal. Para la edición de compendio de Pronunciamientos 

en el ámbito del Reglamento Interno del TST (RITST), por ejemplo, el reglamento preveía 

que debería ser atendido uno de los siguientes presupuestos: I - 3 sentencias de la 

Subsección Especializada en Negociaciones Individuales, reveladores de unanimidad sobre la 

tesis, siempre y cuando hayan estado presentes en los juicios por lo menos 2/3 de los 

miembros efectivos del organismo; II - 5 sentencias de la Subsección Especializada en 

Negociaciones Individuales, producidas por, siempre y cuando hayan estado presentes en 

los juicios por lo menos 2/3 de los miembros efectivos del organismo; III - 15 sentencias de 

cinco Grupos del Tribunal, siendo 3 de cada uno, emitidas por unanimidad;  o IV - 2 

sentencias de cada uno de las Grupos del Tribunal, emitidas por mayoría simple. 

Permitía también que, en caso de relevante interés público, cualquier juzgado o sesión, 

comisión de jurisprudencia, Procuraduría del Trabajo, Colegio de Abogados (OAB, en la sigla 

en portugués) o confederación sindical pudiera proponer al presidente del TST la edición de 

pronunciamientos por decisión de la mayoría (art. 156 a 173 del RITST).  

 

Qué dice la nueva ley: determina que para la edición de compendios de jurisprudencia y 

otros enunciados de jurisprudencia uniforme, tanto del TST como de los Tribunales 
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Regionales del Trabajo (TRT) es necesario el voto de por lo menos 2/3 de los miembros del 

respectivo Tribunal en el caso de que esa misma materia ya hubiera sido decidida de forma 

idéntica por unanimidad en, como mínimo, 2/3 de los juzgados, en por lo menos 10 sesiones 

diferentes en cada una de ellos, pudiendo, también, por mayoría de 2/3 de sus miembros, 

restringir los efectos del enunciado o decidir que el mismo solamente tenga eficacia a partir 

de su publicación en el Diario Oficial.  

Esas sesiones de juicio deberán ser públicas, divulgadas con, como mínimo, 30 días de 

antelación, y deberán posibilitar la argumentación oral del Procurador-General del Trabajo, 

del Consejo Federal del Colegio de Abogados de Brasil, del Abogado General de la Unión y 

de confederaciones sindicales o entidades profesionales de ámbito nacional (art. 702 de la 

CLT). 

 

Recuento de plazos en el proceso del trabajo 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT preveía que los plazos en el proceso del trabajo se 

contaban excluyendo el día del comienzo e incluyendo el día del vencimiento, y eran 

continuos y no podías ser relevados pudiendo, sin embargo, ser prorrogados por el tiempo 

estrictamente necesario por el juez o tribunal, o en virtud de fuerza mayor, debidamente 

comprobada. Los plazos con vencimiento los sábados, domingos o días feriados, terminaban 

en el primer día hábil siguiente (art. 775).        

 

Qué dice la nueva ley: prevé que los plazos procesales serán contados en días hábiles, con 

exclusión del día del comienzo e inclusión del día del vencimiento. Los plazos pueden ser 

prorrogados, por el tiempo estrictamente necesario, ante las siguientes hipótesis: I - 

cuando el juez lo entienda necesario; II - en virtud de fuerza mayor, debidamente 

comprobada. Al juez le incumbe dilatar los plazos procesales y modificar el orden de 

producción de los medios de prueba, adecuándolos a las necesidades del conflicto con miras 

a otorgar mayor efectividad a la tutela del derecho (art. 775 de la CLT). 

 

Tope para costas procesales 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT establece que en las negociaciones individuales y 

colectivas del trabajo, en las acciones y procedimientos de competencia de la Justicia del 

Trabajo, así como en las demandas propuestas ante la Justicia Estadual, en el ejercicio de la 

jurisdicción laboral, las costas sobre el proceso de conocimiento incidirán sobre la base del 

2%, observádose el mínimo de R$ 10,64, sin establecer un tope máximo (art. 789).     

 

Qué dice la nueva ley: mantiene lo que dispone la CLT, pero fija un tope máximo para las 

costas sobre el proceso de conocimiento, es decir, 4 veces el límite máximo de los 

beneficios del  RGPS (art. 789 de la CLT). 
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Concesión del beneficio de la justicia 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT establecía que estaba facultado a los jueces, órganos 

juzgadores y presidente de los tribunales del trabajo de cualquier instancia conceder, a 

solicitud o de oficio, el beneficio de la justicia gratuita inclusive en lo que atañe al traslado e 

instrumentos, a quienes percibieran un salario igual o inferior al doble del mínimo legal, o 

declararan bajo pena de ley, que no estaban en condiciones de pagar las costas del proceso 

sin perjuicio del sustento propio o de su familia (art. 790, §3º). 

 

Qué dice la nueva ley: confirma que está facultada la concesión del beneficio de la justicia 

gratuita, inclusive en lo que atañe a traslados e instrumentos, pero modifica la referencia de 

la renta obtenida para quienes reciban salario igual o inferior al 40% del límite máximo de 

los beneficios del RGPS. Añade que el beneficio será concedido a la parte que compruebe la 

insuficiencia de recursos para pagar las costas del proceso. También excluye la posibilidad 

de concesión mediante mera declaración del solicitante de que no tiene condiciones de 

pagar las costas del proceso sin pérdida de su sustento o de su familia (art. 790, §§3º, 4º, de 

la CLT). 

 

Honorarios periciales 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT establecía que la responsabilidad del pago de los 

honorarios periciales era de la parte vencida en la pretensión que fue objeto del peritaje, 

salvo si fuera beneficiaria de justicia gratuita (art. 790-B), hipótesis ante la cual el TST 

consolidó su entendimiento en el Pronunciamiento n. 457 de que la Unión sería 

responsable del pago de los honorarios de peritos. 

 

Qué dice la nueva ley: preservan la determinación de que la responsabilidad del pago de 

los honorarios periciales es de la parte vencida en la pretensión que es objeto del peritaje. 

Pero añade que esta responsabilidad ocurre aunque la parte vencida sea beneficiaria de la 

justicia gratuita, hipótesis ante la cual la Unión responderá por el cargo solamente si el 

beneficiario no obtuviera en juicio créditos capaces de soportar el gasto mencionado, 

aunque en otro proceso.  

Añade también: i) límite máximo para el valor de los honorarios periciales, es decir, el límite 

establecido por el Consejo Superior de la Justicia del Trabajo ii) posibilidad de 

fraccionamiento de los honorarios periciales y iii) veda la exigencia de adelanto de valores 

para la realización de peritaje (art. 790-B de la CLT). 

 

Honorarios legales 
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal en la legislación laboral en los que 

se refiere a este tema. Sobre el tema de los honorarios, El TST consolidó el entendimiento 
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del Pronunciamiento n. 219 de que: I - en la Justicia del Trabajo, la condena al pago de 

honorarios de los abogados no deriva pura y simplemente de que la parte haya sido 

vencida, debiendo la parte, concomitantemente: a) estar asistida por sindicato de la 

categoría profesional; b) comprobar la percepción de salario inferior al doble del salario 

mínimo o de encontrarse en situación económica que no le permita demandar ante la 

justicia sin perjuicio del propio sustento o de la respectiva familia (art.14, § 1º, de la Ley nº 

5.584/1970); II - cabe la condena al pago de honorarios de los abogados en acción rescisoria 

en el proceso laboral; III - son debidos los honorarios de los abogados en las causas en que 

el entre sindical figura como substituto procesal y en las disputas que no derivan de la 

relación de empleo; IV - en la acción rescisoria y en las disputas que no derivan de relación 

de empleo, la responsabilidad del pago de los honorarios de los abogados de la parte 

vencida se somete a lo establecido por el Código de Proceso Civil (arts. 85, 86, 87 y 90); V - 

en caso de asistencia judicial sindical o de substitución procesal sindical, exceptuados los 

procesos en que la Hacienda Pública sea parte, los honorarios de los abogados son debidos 

entre el mínimo de diez y el máximo del veinte por ciento sobre el valor de la condenación, 

del provecho económico obtenido o, no siendo posible medirlo, sobre el valor actualizado 

de la causa (art. 85, § 2º, Código de Proceso Civil – CPC); VI - en las causas en que la 

Hacienda Pública sea parte, se aplicarán los porcentajes específicos de honorarios de los 

abogados contemplados en el Código de Proceso Civil. 

 

Qué dice la nueva ley: reglamenta los honorarios legales en la Justicia del Trabajo, sin 

modificar los honorarios asistenciales. Determina que al abogado, aunque actúe en causa 

propia, serán debidos honorarios fijados entre el mínimo del 5% y el máximo del 15% sobre 

el valor  de la liquidación de la sentencia, del provecho económico obtenido o, no siendo 

posible medirlo, sobre el valor actualizado de la causa. 

Al fijar los honorarios, el juez observará: I - el grado de celo del profesional; II - el lugar de la 

prestación del servicio; III - la naturaleza y la importancia de la causa; IV - el trabajo 

realizado por el abogado y el tiempo exigido para su servicio. Ante la hipótesis de 

procedencia parcial, el juez arbitrará honorarios legales recíprocos, estando vedada la 

compensación entre los honorarios. 

Incorporó parte del Pronunciamiento n. 219 del TST al establecer que los honorarios son 

debidos también en las acciones contra la Hacienda Pública y en las acciones en que la parte 

haya sido asistida o sustituida por el sindicato de su categoría.  

Habiendo sido vencido el beneficiario de la justicia gratuita, siempre y cuando no haya 

obtenido en juicio, aunque en otro proceso, créditos capaces de soportar el gasto, las 

obligaciones derivadas de haber perdido el pleito quedarán bajo condición suspensiva de 

exigibilidad y solamente podrán ser ejecutadas si, durante los 2 años subsiguientes al 

trámite en juzgado de la decisión que las certificó, el acreedor demostrara que dejó de 

existir la situación de insuficiencia de recursos que justificó la concesión de gratuidad, 

extinguiéndose, pasado ese plazo, tales obligaciones del beneficiario.  

Establece que son debidos honorarios legales en la reconvención (art. 791-A de la CLT). 
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Responsabilidad por daño procesal 
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal específica en la legislación laboral 

en los que se refiere a este tema. La Justicia del Trabajo, a veces, aplicaba la legislación 

procesal civil (art. 79 a 81 del CPC) que preveía que responde por pérdidas y daños quien de 

mala fe pleitee como autor, acusado o interviniente, al i) deduzca pretensión o defensa 

contra texto explícito de ley o hecho indiscutible; ii) altere la verdad de los hechos; iii) use el 

proceso para conseguir un objetivo ilegal; iv) oponga resistencia al curso del proceso; v) 

proceden de manera temeraria en cualquier incidente o acto del proceso; vi) provoque 

incidente manifiestamente infundado; y vii) interponga recurso con intención manifiesta de 

aplazamiento. En esos casos, de oficio o a solicitud, el juez condenará al pleiteante de mala 

fe a pagar multa, que deberá ser superior al 1% e inferior al 10% del valor corregido de la 

causa, a indemnizar a la parte contraria por los perjuicios que esta sufrió y la carga de los 

honorarios de los abogados y de todos los gastos que efectuó.  

Cuando sean 2 o más los pleiteantes de mala fe, el juez condenará a cada uno de ellos en la 

proporción de su respectivo interés en la causa o solidariamente con quienes se coaligaron 

para lesionar a la parte contraria.  

Cuando el valor de la causa sea irrisorio o inestimable, la multa podrá ser fijada en hasta 10 

veces el valor del salario-mínimo. El valor de la indemnización estará fijado por el juez o, en 

el caso de que no sea posible medirlo, será liquidado por arbitraje o por el procedimiento 

común, en los propios expedientes. 

 

Qué dice la nueva ley: reproduce el texto de la legislación procesal civil en la CLT, 

alterando solamente, en los casos en que el valor de la causa sea irrisorio o inestimable, o 

tope de la multa, que pasa a ser de hasta 2 veces el límite máximo de los beneficios del 

RGPS. También añade que se aplica la multa al testigo que deliberadamente altere la 

verdad de los hechos o hechos esenciales al juicio de la causa en los mismos parámetros del 

pleiteante de mala fe, cuya ejecución será determinada en los mismos expedientes (art. 

793-A a 793-D de la CLT). 

 

Excepción de incompetencia 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT preveía que, presentada la excepción de 

incompetencia, sería autorizado al solicitante ver los autos durante 24 horas 

improrrogables, debiendo la decisión ser proferida en la primera audiencia o sesión 

subsecuente (art. 800).     

 

Qué dice la nueva ley: estructura un nuevo procedimiento para la excepción de 

incompetencia territorial, que deberá ser presentada en el plazo de 5 días contados a 

partir de la notificación, antes de la audiencia y en texto que señale la existencia de la 
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excepción. Habiendo sido protocolada la petición, será suspendido el proceso y no se 

realizará la audiencia de juicio hasta que se decida sobre la excepción. Los autos serán 

inmediatamente concluidos por el juez, quien intimará al demandante y, si los hubiere, a los 

litisconsortes, para manifestación en el plazo común de 5 días. Si se entendiera que es 

necesaria la producción de prueba oral, será designada audiencia, garantizado el derecho 

del pleiteante y de sus testigos de ser oídos, por carta rogatoria, en el juzgado que sea 

indicado como competente. Decidida la excepción de incompetencia territorial, el proceso 

reanudará su curso, con la designación de audiencia, la presentación de defensa y la 

instrucción procesal ante el juez competente (art. 800 de la CLT). 

 

Peso de la prueba 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT disponía que la prueba de las alegaciones era de 

incumbencia de la parte que las hiciera (art. 818). El TST interpretando este dispositivo, y, a 

veces, utilizando las disposiciones de la legislación procesal civil (art. 373 del CPC por 

ejemplo), consolidó entendimientos específicos en lo que atañe a algunos temas (peso de la 

prueba en la equiparación salarial, en el despido, en el control de jornada, en las horas 

extras, entre otros).         

 

Qué dice la nueva ley: reproduce en gran parte lo que dispone la legislación procesal civil, 

estableciendo que el peso de la prueba es de incumbencia: i) del demandante, en lo que se 

refiere al hecho constitutivo de su derecho; y ii) al demandado, en lo que atañe a la 

existencia de hecho impeditivo, modificativo o extintivo del derecho del demandante. En 

los casos previstos en ley o frente a peculiaridades de la causa relacionadas con la 

imposibilidad o a la excesiva dificultad para cumplir lo determinado, o frente a la mayor 

facilidad de obtención de la prueba del hecho contrario, podrá el juez atribuir el peso de la 

prueba de manera diferente, siempre y cuando lo haga por decisión fundamentada, en 

cuyo caso deberá dar a la parte la oportunidad de librarse del peso que le fue atribuido. Esa 

decisión deberá ser proferida antes de la abertura de la instrucción y, a solicitud de la parte, 

implicará la postergación de la audiencia y posibilitará probar los hechos por cualquier 

medio admitido en el derecho, lo que no puede generar situación en que quedar libre de la 

incumbencia sea imposible o excesivamente difícil para la parte (art. 818 de la CLT). 

 

Demanda Laboral – pedido y desistencia 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT establecía que el reclamo laboral puede ser escrito o 

verbal, y, siendo escrita, debería contener la designación del presidente de la Junta, o del 

juez de derecho a quien estuviera dirigido, la cualificación del demandante y del 

demandado, una exposición de los hechos que hayan resultado de las negociaciones, la 

solicitud, la fecha y la firma del demandante o de su representante (art. 840). No había 

previsión legal específica en la legislación laboral para la desistencia de la acción, pero se 
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aplicaba la legislación procesal civil (art. 4º y 5º), de acuerdo con la cual es ofrecida la 

contestación, el autor no podrá, sin el consentimiento del acusado, desistir de la acción.           

 

Qué dice la nueva ley: mantiene la regla actual, inclusive en lo que se refiere a la posibilidad 

del  jus postulandi, pero establece que la solicitud deberá ser correcta, determinada y con 

indicación de su valor, bajo pena de que la solicitud sea juzgada como extinta sin resolución 

del mérito. También incorpora la regla de que, ofrecida la contestación, aunque 

electrónicamente, el demandante no podrá, sin el consentimiento del demandado desistir 

de la acción (art. 840 y 841, § 3º, de la CLT). 

 

Prepuesto 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT dispone que está facultado al empleador hacerse 

substituir en audiencia por el gerente, o cualquier otro prepuesto que tenga conocimiento 

del hecho, y cuyas declaraciones obligarán a su proponente (art. 843, §1º). El TST consolidó 

el entendimiento en el Pronunciamiento n. 377 de que, excepto en lo que atañe al reclamo 

de empleado doméstico, o contra micro o pequeño empresario, el prepuesto debería ser 

necesariamente empleado del demandado.           

 

Qué dice la nueva ley: mantiene la regla de que está facultado al empleador hacerse 

substituir en audiencia por el gerente, o cualquier otro prepuesto que tenga conocimiento 

del hecho, pero añade expresamente que el prepuesto no precisa ser empleado (art. 843º, 

§1º, de la CLT). 

 

 

 

Efectos de la no comparecencia del demandante y del demandado en 
audiencia 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT prevé que la no comparecencia del demandante a la 

audiencia provocará el archivo del reclamo, y la no comparecencia del demandado 

constituye rebeldía, además de confesión en lo que atañe a la materia de hecho (art. 844, 

encabezamiento). En el Pronunciamiento n. 122 el TST consolidó entendimiento de que el 

demandado, estando ausente de la audiencia en que debería presentar su defensa, es 

considerado rebelde, aunque esté presente su abogado contando con poder, pudiendo ser 

evitada la condición de rebeldía mediante la presentación de certificado médico, que deberá 

declarar, expresamente, la imposibilidad de locomoción del empleador o de su prepuesto en 

el día de la audiencia.           

 

Qué dice la nueva ley: ratifica que la no comparecencia del demandante a la audiencia 

provocará el archivo de la demanda, y la no comparecencia del demandado constituye 
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rebeldía, además de confesión en lo que atañe a la materia de hecho. También, destaca 

que, ante la hipótesis de la no comparecencia del demandante, este será condenado al 

pago de las costas relativas al proceso de conocimiento, aunque sea beneficiario de la 

justicia gratuita, excepto si comprobara, en el plazo de 15 días, que la no comparecencia 

ocurrió por motivo justificado, siendo su pago condición para la presentación de una nueva 

demanda. También destaca que la rebeldía no constituye confesión de la materia de hecho 

si: I - habiendo pluralidad de demandados, alguno de ellos rebatiera la acción; II - el pleito se 

refiriera a derechos indisponibles; III - la petición inicial no estuviera acompañada por 

instrumento que la ley considere indispensable para la prueba del acto; IV - las alegaciones 

de hecho formuladas por el demandante fueran inverosímiles o estuvieran en contradicción 

con las pruebas que consten en los autos. Aunque el demandado esté ausente, estando 

presente el abogado en la audiencia, serán aceptados la contestación y los documentos 

eventualmente presentados (art. 844 de la CLT). 

 

Desconsideración de la personería jurídica 
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal específica en la legislación laboral 

en lo que se refiere a ese tema, pero la Instrucción Normativa del TST n. 39/2016 registró 

que se aplicaba al proceso del trabajo el incidente de desconsideración de la personería 

jurídica regulado por la legislación procesal civil (arts. 133 a 137 del CPC).           

 

Qué dice la nueva ley: dice expresamente que se aplica al proceso del trabajo el incidente 

de desconsideración de la personería jurídica previsto en los artículos 133 a 137 del CPC), 

que afirma (art. 855-A de la CLT):  
 

Art. 133.  El incidente de desconsideración de la personería jurídica será instaurado a pedido de la 
parte o del Ministerio Público, cuando le corresponda intervenir en el proceso. 
§ 1º La solicitud de desconsideración de la personería jurídica observará los presupuestos 
previstos en ley. 
§ 2º Se aplica lo dispuesto en este Capítulo a la hipótesis de desconsideración inversa de la 
personería jurídica. 
 
Art. 134.  El incidente de desconsideración puede suceder en todas las fases del proceso de 
conocimiento, en el cumplimiento de sentencia y en la ejecución fundamentada en título ejecutivo 
extrajudicial. 
§ 1º La instauración del incidente será inmediatamente comunicada al distribuidor para las 
anotaciones debidas. 
§ 2º Está dispensada la instauración del incidente si la desconsideración de la personería jurídica 
fuera solicitada en la petición inicial, hipótesis ante la cual será citado el socio o la persona jurídica. 
§ 3º La instauración del incidente suspenderá el proceso, salvo ante la hipótesis del § 2o. 
§ 4º El requerimiento debe demostrar el cumplimiento de los presupuestos legales específicos 
para desconsideración de la personería jurídica. 
 
Art. 135.  Instaurado el incidente, el socio o la persona jurídica será citado para manifestarse y 
solicitar las pruebas pertinentes en el plazo de 15 (quince) días. 
 
Art. 136.  Concluida la instrucción, si la misma fuera necesaria, el incidente será resuelto por 
decisión interlocutoria. 
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Parágrafo único.  Si la decisión fuera proferida por el relator, podrá presentarse recurso interno de 
apelación. 
 
Art. 137.  Acogido el pedido de desconsideración, la alienación o la definición de cargas sobre los 
bienes, en caso de fraude de ejecución, será ineficaz con relación al requirente. 
§ 1º  De la decisión interlocutoria que acoja o rechace el incidente: 
I - en la fase de conocimiento, no podrá presentarse recurso de inmediato, en la forma del § 1o del 
art. 893 de esta Consolidación; 
II - en la fase de ejecución, podrá presentarse recurso de petición, independientemente de 
garantía del juicio; 
III – podrá ser presentado recurso interno si fuera proferido por el relator en incidente instaurado 
en el tribunal. 
§ 2º  La instauración del incidente suspenderá el proceso, sin pérdida de concesión de la tutela de 
urgencia de naturaleza cautelar de que trata el art. 301 de la Ley No. 13.105, del 16 de marzo de 
2015 (Código de Proceso Civil). 

 

También establece que de la decisión interlocutoria que acoja o rechace el incidente: I - en 

la fase de cognición, no corresponde recurso de inmediato; II - en la fase de ejecución, 

corresponde recurso de petición, independientemente de garantía del juicio; III - 

corresponde recurso interno si fuera proferido por el relator en incidente instaurado 

originariamente en el tribunal. La instauración del incidente suspenderá el proceso, sin 

perjuicio de la concesión de la tutela de urgencia de naturaleza cautelar (hecha efectiva 

mediante aprehensión, secuestro, inclusión en lista de bienes, registro de protestas contra 

enajenación de un bien y cualquier otra medida idónea con miras a garantizar el derecho – 

art. 301 del CPC). 

 

Ejecución de contribuciones sociales 
 

Situación antes de la nueva ley: La CLT preveía que serían ejecutadas de oficio las 

contribuciones sociales debidas en consecuencia de decisión proferida por los Jueces y 

Tribunales del Trabajo, resultantes de condenación u homologación de acuerdo, inclusive 

sobre los salarios pagados durante el período contractual reconocido (art. 876, p.u.). El 

artículo 114, inciso VIII, de la CF, a partir de 2004, pasó a prever que es de competencia de 

la Justicia del Trabajo la ejecución, de oficio, de las contribuciones sociales previstas en el 

artículo 195, I, a , y II (contribuciones sociales del empleador, de la empresa y de la entidad 

a ella equiparada en la forma de la ley, que inciden sobre la nómina de salarios y demás 

rendimientos del trabajo pagados o acreditados, en cualquier concepto, a la persona natural 

que le preste servicios, inclusive sin vínculo de empleo; y del trabajador y de los demás 

asegurados de la Previsión Social, no incidiendo contribución sobre jubilación y pensión 

concedidas por el RGPS) y sus aumentos legales, derivados de las sentencias que sean 

proferidas. El TST consolidó el entendimiento del Pronunciamiento n. punto I, de que “I - La 

Justicia del Trabajo es competente para determinar la recaudación de las contribuciones 

fiscales. La competencia de la Justicia del Trabajo, en lo que atañe a la ejecución de las 

contribuciones previsionales, se limita a las sentencias condenatorias en dinero que sean 
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proferidas y a los valores, objeto de acuerdo homologado, que integren el salario de 

contribución”. 

Qué dice la nueva ley: substituye el texto de la CLT por el de la Constitución para definir 

que la Justicia del Trabajo ejecutará, de oficio, las contribuciones sociales previstas en el 

apartado a del inciso I y en el inciso II del encabezamiento del artículo 195 de la Constitución 

Federal (contribuciones sociales del empleador, de la empresa y de la entidad la ella 

equiparada en la forma de la ley, que inciden sobre la nómina de salarios y demás 

rendimientos del trabajo pagados o acreditados, por cualquier motivo, a la persona natural 

que le preste servicios, inclusive sin vínculo de empleo; y del trabajador y de los demás 

asegurados de la Previsión Social, no incidiendo contribución sobre jubilación y pensión 

concedidas por el RGPS), y sus aumentos legales, sobre el objeto de la condenación que 

conste en las sentencias que sean proferidas y en los acuerdos que sean homologados (art. 

876, p.u., de la CLT). 

 

Ejecución de oficio 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT establecía que la ejecución podría ser solicitada por 

cualquier interesado, o de oficio por el propio Juez o presidente o Tribunal competente y, 

cuando se trate de decisión de los TRTs, podría ser solicitada por la Procuraduría del Trabajo 

(art. 878).           

 

Qué dice la nueva ley: prevé que la ejecución estará solicitada por las partes, estando 

permitida la ejecución de oficio apenas en los casos en que las partes no estuvieran 

representadas por un abogado y revoca la posibilidad de que sea solicitada por la 

Procuraduría del Trabajo (art. 878 de la CLT). 

 

Impugnación de los cálculos 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT establecía que, elaborada la cuenta y convertida en 

valores netos, el Juez puede dar a las partes un plazo sucesivo de 10 días para impugnación 

fundamentada con la indicación de los rubros y valores que son objeto de la discordancia, 

bajo pena de preclusión. Por lo tanto, la abertura de plazo, que era sucesivo de 10 días, era 

facultativa (art. 879, §2º).           

 

Qué dice la nueva ley: prevé que, elaborada la cuenta y convertida en valores netos, el juez 

deberá abrir a las partes un plazo común de 8 días para impugnación fundamentada, con la 

indicación de los rubros y valores que son objeto de la discordancia, bajo pena de 

preclusión. Por lo tanto, con la nueva ley, la apertura del plazo, que pasa a ser común de 8 

días, se volvió obligatoria (art. 879º, §2º, de la CLT). 
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Actualización de débitos laborales y multas administrativas 
 

Situación antes de la nueva ley: el artículo 39 de la Ley n. 8.177/91 establece que los 

débitos laborales de cualquier naturaleza, cuando no hayan sido pagados por el empleador 

en los momentos apropiados definidos en ley, acuerdo o convenio colectivo, sentencia 

normativa o cláusula contractual recibirán intereses de mora equivalentes a la tasa 

referencial diaria (TRD) acumulada en el período comprendido entre la fecha de 

vencimiento de la obligación y su efectivo pago. No obstante, en 2015 el TST rechazó la 

aplicación de la TRD y determinó la incidencia del IPCA-E. En los expedientes de la Demanda 

n. 22.012/RS, que tramita en el STF, fue concedida medida cautelar para suspender la 

implementación del IPCA-E como índice de actualización monetaria de débitos, 

manteniendo el TRD. En lo que se refiere a las multas administrativas, no había un criterio 

uniforme de actualización. 

 

Qué dice la nueva ley: adopta como referencia para la actualización de los créditos 

derivados de condena judicial la tasa referencial (TR) divulgada por el Banco Central de 

Brasil, de acuerdo con La ley No. 8.177/91. 

En lo que se refiere a las multas administrativas, prevé que los valores, expresados en 

moneda corriente, serán reajustados por la Tasa Referencial (TR), divulgada por el Banco 

Central de Brasil, o por el índice que la substituya (arts. 634, §§2º, 879º, de la CLT). 

 

Garantía a la ejecución 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT establecía que el ejecutado que no pagara la 

importancia reclamada podría garantizar la ejecución mediante: i) depósito del valor 

actualizado y al que se le añaden los gastos procesales, o ii) nombramiento de bienes para 

ser embargados, observado el orden preferencial establecido por el art. 835 del CPC (art. 

882). El TST, en base al art. 2º, consolidó entendimiento en la OJ SBDI-II n. 59 de que la carta 

de fianza bancaria y el seguro de garantía judicial, siempre y cuando tengan valor no 

inferior al valor del débito en ejecución, al que se añade el 30%, equivalen a dinero a los 

efectos de la gradación de los bienes que podrían ser embargados, establecida en el art. 835 

del CPC (el embargo observará, preferentemente, el siguiente orden: I - dinero, en efectivo 

o en depósito o aplicación en institución financiera; II - títulos de la deuda pública de la 

Unión, de los Estados y del Distrito Federal con contribución en mercados; III - títulos y 

valores mobiliarios con contribución en mercados; IV - vehículos de vía terrestre; V - bienes 

inmuebles; VI - bienes muebles en general; VII - semovientes; VIII - navíos y aeronaves; IX - 

acciones y cupos de sociedades simples y empresarias; X - porcentaje de la facturación de la 

empresa deudora; XI - piedras y metales preciosos; XII - derechos adquisitivos derivados de 

promesa de compra y venta y de enajenación fiduciaria en garantía; XIII - otros derechos). 
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Qué dice la nueva ley: prevé que el ejecutado que no pague la importancia reclamada 

podrá garantizar la ejecución mediante: i) depósito de la cantidad correspondiente, 

actualizada y al que se le añaden los gastos procesales, ii) presentación de seguro-garantía 

judicial, o iii) lista de bienes que pueden ser embargados, observado el orden preferencial 

establecido en el art. 835 del CPC. Por lo tanto, se añadió una nueva hipótesis de garantía a 

la ejecución (seguro-garantía judicial), incorporando en parte lo dispuesto en la 

jurisprudencia.  

La exigencia de la garantía o embargo no se aplica a las entidades filantrópicas y/o que 

integran o integraron el directorio de esas instituciones (art. 882 de la CLT). 

 

Banco Nacional de Deudores Laborales 
 

Situación antes de la nueva ley: el TST por la Resolución Administrativa n. 1.470/2011 

instituyó el Banco Nacional de Deudores Laborales (BNDT) integrado por los datos 

necesarios para la identificación de morosos ante la Justicia del Trabajo en lo que se refiere 

a las obligaciones: I — establecidas en sentencia condenatoria transitada, en fallo o en 

acuerdos judiciales laborales; o II — derivadas de la ejecución de acuerdos celebrados ante 

el Ministerio Público del Trabajo o la Comisión de Conciliación Previa. La inclusión del 

deudor en el BNDT, por la Resolución, sería obligatoria, en el caso de que el deudor, 

debidamente informado, no pagase el débito u obligación de hacer o no hacer, en el plazo 

previsto en ley. 

 

Qué dice la nueva ley: establece en la ley que la decisión judicial transitada en juzgado 

solamente podrá ser contestada, generar inscripción del nombre del ejecutado en órganos 

de protección al crédito o generar inscripción en el BNDT, en los términos de la ley, al cabo 

de transcurrido el plazo de 45 días contados a partir de la citación del ejecutado, si no 

hubiera garantía del juez (art. 883-A de la CLT).  

 

Recurso de revisión – preliminar de nulidad por negativa de prestación 
jurisdiccional 
 

Situación antes de la nueva ley: el art. 896 de la CLT, modificado por la Ley n. pasó a 

establecer que, bajo pena de no conocimiento, es responsabilidad de la parte, en la 

interposición del recurso de revisión: I - indicar el trecho de la decisión que es objeto de 

recurso que consubstancia el cuestionamiento previo de la controversia objeto del recurso 

de revisión; II - indicar, de forma explícita y fundamentada, la contradicción existente con el 

dispositivo de ley, compendio de jurisprudencia u orientación del TST que está en conflicto 

con la decisión regional; III - exponer las razones del pedido de modificación, impugnando 

todos los fundamentos jurídicos de la decisión en pauta, inclusive mediante demostración 

de cada dispositivo de ley, de la CF, de compendio de jurisprudencia u orientación cuya 

contradicción señala. 
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Qué dice la nueva ley: extiende expresamente a la preliminar de nulidad por negativa de 

prestación jurisdiccional la aplicabilidad de estos requisitos, al exigir en la interposición del 

recurso de revisión con ese fundamento que se transcriba en el texto de recurso el trecho 

de los embargos declaratorios en que fue pedido el pronunciamiento del tribunal sobre la 

cuestión divulgada en el recurso ordinario y el trecho de la decisión regional que rechazó 

los embargos en lo que se refiere al pedido (art. 896, § 1º-A, inciso IV, de la CLT).  

 

Incidente de uniformización de jurisprudencia por los TRTs 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT preveía que los TRTs deberían proceder, 

obligatoriamente, a la uniformización de su jurisprudencia y aplicar, en las causas de la 

competencia de la Justicia del Trabajo, en lo que corresponda, el incidente de 

uniformización de jurisprudencia previsto en el CPC. Después del juzgamiento del incidente, 

únicamente el compendio de jurisprudencia regional o la tesis jurídica predominante en el 

TRT y no contradictoria con pronunciamiento u orientación del TST servirían como 

paradigma para viabilizar el conocimiento del recurso de revisión, por divergencia (art. 896, 

§§3º a 6º). 

 

Qué dice la nueva ley: revocó la obligatoriedad de uniformización de jurisprudencia por 

los TRTs y rechazó la exclusividad del compendio de jurisprudencia regional o la tesis 

jurídica predominante en el TRT y no contradictoria con jurisprudencia u orientación del 

TST como modelo para viabilizar el conocimiento del recurso de revisión, por divergencia 

(art. 896, §§3º, 6º, de la CLT).  

 

Recurso de revisión – ausencia de presupuestos de admisibilidad 
 

Situación antes de la nueva ley: no había previsión legal específica en la legislación laboral 

en los que se refiere a este tema. También, ya era una práctica en el TST denegar 

seguimiento al recurso de revisión, por decisión en las hipótesis de deserción, irregularidad 

de representación o de ausencia de cualquier otro presupuesto extrínseco o intrínseco de 

admisibilidad, en base al Pronunciamiento 435 que consolidó el entendimiento de que se 

aplica al proceso del trabajo el artículo 932 del CPC (Inciso III - incumbe al relator no tomar 

conocimiento de recurso inadmisible, perjudicado o que no haya impugnando 

específicamente los fundamentos de la decisión frente a la cual se impetra recurso). 

 

Qué dice la nueva ley: expresamente determinó que el relator del recurso de revisión 

podrá denegarle continuidad, en decisión unipersonal ante las hipótesis de 

intempestividad, deserción, irregularidad de representación o de ausencia de cualquier 

otro presupuesto extrínseco o intrínseco de admisibilidad (art. 896 §14, de la CLT).  
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Recurso de revisión - transcendencia 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT prevé que el TST, en el recurso de revisión, 

examinará si la causa ofrece transcendencia  con relación a los reflejos generales de 

naturaleza económica, política, social o jurídica (art. 896-A). Esa materia debería ser 

reglamentada por el RITST (art. 2º de la MPv n. 2.226/2001), lo que no ocurrió.   

 

Qué dice la nueva ley: mantiene la posición de que en el recurso de revisión el TST 

examinará si la causa ofrece transcendencia con relación a los reflejos generales de 

naturaleza económica, política, social o jurídica y avanza en su reglamentación (revocando 

la competencia reglamentaria del TST), estableciendo que son indicadores de 

transcendencia, entre otros: I - económica, el elevado valor de la causa; II - política, la falta 

de respeto de la instancia ante la cual se recurrió a la jurisprudencia del Tribunal Superior 

del Trabajo o del Supremo Tribunal Federal; III - social, la postulación, por demandante-

recurrente del recurso, de un derecho social constitucionalmente garantizado; IV - jurídica, 

la existencia de cuestión nueva alrededor de la interpretación de la legislación laboral. No 

habiendo sido demostrada la transcendencia, podrá el relator, de manera unipersonal, 

denegar continuidad al recurso de revisión, decisión sobre la cual no podrá ser presentado 

recurso, con posibilidad de que el recurrente presente argumentación oral sobre la cuestión 

de la transcendencia, durante cinco minutos en la sesión. 

Mantenido el voto del relator en lo que atañe a la no transcendencia del recurso, será 

registrada sentencia con fundamentación sucinta que constituirá decisión ante la cual no se 

podrá recurrir en el ámbito del tribunal.  

No se podrá recurrir de la decisión unipersonal del relator que, en agravio de instrumento 

en recurso de revisión, considere ausente la transcendencia de la materia. 

El juicio de admisibilidad del recurso de revisión ejercido por la Presidencia de los TRTs se 

limita al análisis de los presupuestos intrínsecos y extrínsecos de la apelación no incluyendo 

el criterio de la transcendencia de las cuestiones en él divulgadas (art. 896-A de la CLT).  

 

Depósito relativo al recurso 
 

Situación antes de la nueva ley: la CLT determinaba que la corrección del depósito recursal 

hecho en la cuenta vinculada del empleado al FGTS sería realizada en base a los parámetros 

fijados para la actualización de los saldos de los depósito de caja de ahorro y capitalización 

con intereses del 3% por ciento anual (art. 13, Ley n. 8.036/90 c/c art. 899 de la CLT). 

 

Qué dice la nueva ley: registra expresamente en la propia CLT que el depósito relativo al 

recurso será hecho en una cuenta vinculada al juzgado y será corregido con los mismos 

índices de la caja ahorro. Añade que el valor del depósito relativo al recurso será reducido a 

la mitad para entidades sin propósito de lucro, empleadores domésticos, 

microemprendedores individuales, microempresas y empresas de pequeño porte y que 
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están exentos los beneficiarios de la justicia gratuita, las entidades filantrópicas y las 

empresas en recuperación judicial. El depósito relativo al recurso podrá ser substituido por 

una fianza bancaria o seguro garantía judicial (art. 899, §§4º, 5º, 9º, 10, 11, de la CLT).  

 

Tercerización 
 

Situación antes de la nueva ley: la tercerización fue reglamentada por la Ley n. 

13.429/2017, que modificó La Ley n. 6.019/74. Se destacan los siguientes puntos:  
 

 Reglamenta la tercerización sin limitarla a un tipo específico de actividad. No explicitó 

que era posible la tercerización de la actividad-fin;  

 Define la responsabilidad subsidiaria de la empresa contratante con relación al pago de 

las obligaciones laborales de los empleados de la empresa contratada;  

 Establece que la empresa de prestación de servicios a terceros debe tener capital social 

compatible con el número de empleados (por ejemplo, empresas con hasta diez 

empleados deben tener un capital mínimo de R$ 10.000,00, y empresas con más de cien 

empleados, capital mínimo de R$ 250.000,00);  

 Determina que el contrato de prestación de servicios a terceros deberá contener 

cualificación de las partes, especificación del servicio que será prestado, plazo para la 

realización del servicio y valor;  

 Define que la empresa contratada contrata, remunera y dirige el trabajo realizado por 

sus empleados, pero destaca que la contratante debe garantizar las condiciones de 

seguridad, higiene y salubridad de los empleados cuando el trabajo sea realizado en sus 

dependencias o en local previamente convenido;  

 Permite que la contratante extienda a los empleados de la empresa de prestación de 

servicios a terceros la misma atención médica, policlínica y de refecciones destinadas a 

sus empleados; y  

 Veda la utilización de los empleados en actividades diferentes de las que fueron objeto 

del contrato con la prestadora de servicios. 

 

Qué dice la nueva ley: modifica la reglamentación de la tercerización para dejar explícito 

que (arts. 4º-A, 4º-C, 5º-A, 5º-C, 5º-D de la Ley n. 6.019/74):  

 La prestación de servicios a terceros es la transferencia hecha por la contratante de la 

ejecución de cualquiera de sus actividades, inclusive su actividad principal, a la persona 

jurídica de derecho privado prestadora de servicios que tenga capacidad económica 

compatible con su ejecución;  

 Son aseguradas a los empleados de la empresa prestadora de servicios, cuando y 

mientras los servicios, que pueden ser de cualquiera de las actividades de la 

contratante, sean ejecutados en las dependencias de la tomadora, las mismas 

condiciones: I - relativas a: a) alimentación garantizada a los empleados de la 

contratante, cuando sea ofrecida en refectorios; b) derecho de utilizar los servicios de 
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transporte; c) atención médica o ambulatoria existente en las dependencias de la 

contratante o en un local designado por ella; d) entrenamiento adecuado, suministrado 

por la contratada, cuando la actividad así lo requiera; II - sanitarias, de medidas de 

protección a la salud y de seguridad en el trabajo y de instalaciones adecuadas a la 

prestación del servicio;  

 Contratante y contratada podrán establecer, si así lo entendieran, que los empleados de 

la contratada tendrán derecho a un salario equivalente al pago a los empleados de la 

contratante;  

 En los contratos que impliquen movilización de empleados de la contratada en número 

igual o superior al 20% de los empleados de la contratante, esta podrá colocar a 

disposición de los empleados de la contratada los servicios de alimentación y atención 

médica externa en otros locales apropiados y con igual estándar de atención, con miras 

a mantener el pleno funcionamiento de los servicios existentes;  

 Contratante es la persona natural o jurídica que celebra contrato con empresa de 

prestación de servicios relacionados a cualquiera de sus actividades, inclusive a su 

actividad principal;  

 No puede figurar como contratada la persona jurídica cuyos titulares o socios hayan, 

durante los último 18 meses, prestado servicios a la contratante en la calidad de 

empleado o trabajador sin vínculo de empleo, excepto si los referidos titulares o socios 

fueran jubilados;  

 El empleado que sea despedido no podrá prestar servicios para esa misma empresa en 

la calidad de empleado de empresa prestadora de servicios antes del transcurso del 

plazo de dieciocho meses, contados a partir del despido del empleado.  
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